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Al margen superior izquierdo un escudo del estado de Morelos que dice: ñTIERRA Y LIBERTADò. LA TIERRA 

VOLVERÁ A QUIENES LA TRABAJAN CON SUS MANOS.- y un logotipo que dice: MORELOS.- LA TIERRA QUE 

NOS UNE.- GOBIERNO DEL ESTADO 2024-2030. 

MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN, GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO LIBRE Y 

SOBERANO DE MORELOS A SUS HABITANTES SABED:  

La Quincuagésima Sexta Legislatura del Congreso del Estado Libre y Soberano de Morelos, en ejercicio de la 

facultad que le otorga la fracción II del artículo 40 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, 

aprobó al tenor de lo siguiente: 

Los integrantes de la Comisión de Educación y Cultura de la LVI Legislatura, presentaron a consideración del 

Pleno el dictamen con proyecto de decreto POR EL QUE SE REFORMA EL ARTĉCULO 37 DE LA LEY DE 

EDUCACIčN DEL ESTADO DE MORELOS, EN MATERIA DE RECONOCIMIENTO DE SUBSISTEMAS DE 

EDUCACIčN SECUNDARIA, en los siguientes términos: 

ñI. APARTADO DE FUNDAMENTO 

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 51, 53, 57 y 63 de la Ley Orgánica para el Congreso del 

Estado de Morelos; los artículos 51, 54, 103, 104. 106, 107 y 108 del Reglamento para el Congreso del Estado de 

Morelos, esta Comisión de Educación y Cultura es competente para emitir el presente dictamen, en consecuencia, se 

avocó al análisis, discusión y valoración de la presente iniciativa. 

II.- APARTADO DE ANTECEDENTES 

a) En Sesión Ordinaria del Pleno de la Quincuagésima Sexta Legislatura, llevada a cabo el día 20 del mes de 

marzo del año 2025, la Diputada Ruth Cleotilde Rodríguez López, Coordinadora de la Fracción Parlamentaria del 

Partido Nueva Alianza; con las facultades que le confieren los artículos 40, fracción II, 42, fracción II, y 60 de la 

Constitución Política del estado, los artículos 18, fracción I, IV, 36 de la Ley Orgánica para el Congreso del Estado y 

111 del Reglamento para el Congreso del Estado de Morelos, presentó a consideración de esa soberanía el por el 

que se reforma el artículo 37 de la Ley de Educación del Estado de Morelos, en materia de reconocimiento de 

subsistemas de educación secundaria, fortalecimiento de la educación indígena, afromexicana, especial y comunitaria 

tal y como se menciona en el epígrafe del presente dictamen. 

b) En consecuencia, la diputada Jazmín Juana Solano López, Presidenta de la Mesa Directiva de la LVI 

Legislatura del Congreso del Estado de Morelos, ordenó el turno respectivo a la Comisión de Educación y Cultura, 

mediante oficio SSLyP/DPyTL/AÑO1/P.O.2/540/25, se recibió para su análisis y dictamen correspondiente.  

III.- APARTADO DE MATERIA DE LA INICIATIVA  

La iniciativa presentada por la Diputada tiene como finalidad reformar el artículo 37 de la Ley de Educación del 

Estado de Morelos, con el propósito de fortalecer y reconocer de manera explícita la diversidad de subsistemas de 

educación secundaria, así como la importancia de la educación indígena, afromexicana, especial y comunitaria. 

La propuesta plantea que la educación básica en la entidad quede conformada por los niveles inicial, 

preescolar, primaria y secundaria en todas sus modalidades: secundarias generales, técnicas y telesecundarias. 

Además, se incluye de forma integral la educación física y el deporte, la educación artística, la educación inclusiva, 

indígena, afromexicana, especial y comunitaria, tanto en su modalidad escolarizada, no escolarizada como mixta. 

En suma, esta reforma busca dar certeza jurídica, ampliar el reconocimiento a los distintos subsistemas de 

secundaria y garantizar una educación más inclusiva, diversa y con enfoque comunitario, atendiendo a la pluralidad 

cultural y social de Morelos. 

IV. APARTADO DE CONTENIDO DE LA INICIATIVA 

La iniciativa presente en la exposición de motivos menciona aspectos generales que son argumentos comunes. 

Estos son los aspectos generales expuestos que recoge este dictamen:   

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

I. INTRODUCCIÓN 

La educación es un derecho humano fundamental consagrado en el artículo 3° de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos y en diversos tratados internacionales suscritos por el Estado Mexicano. Este derecho 

debe garantizarse bajo los principios de equidad, inclusión y calidad, asegurando que todas las personas en el Estado 

de Morelos tengan acceso a una educación pertinente y adecuada a sus condiciones y necesidades específicas. 

En este sentido, la Ley de Educación del Estado de Morelos establece las bases y lineamientos para el 

ejercicio del derecho a la educación dentro de la entidad, lo que implica la necesidad de actualizar su marco 

normativo a fin de hacerlo congruente con la realidad social, cultural y educativa del estado. 

La presente iniciativa tiene como objeto reformar el artículo 37 de la citada Ley, con el propósito de reconocer 

explícitamente la existencia de los distintos subsistemas de educación secundaria, así como fortalecer la inclusión de 

comunidades históricamente ignoradas, tales como la población Afromexicanas y las personas con discapacidad. Con 

esta reforma, se busca armonizar la legislación local con los principios de progresividad y no discriminación que rigen 

el derecho a la educación en México y en el ámbito internacional, así como con la estructura administrativa que existe 

en la autoridad educativa local . 
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II. JUSTIFICACIÓN DE LA REFORMA 

1. Reconocimiento expreso de los subsistemas de educación secundaria 

El sistema educativo en el Estado de Morelos contempla diferentes subsistemas de educación secundaria: 

secundarias generales, secundarias técnicas y telesecundarias. Cada uno de estos subsistemas responde a 

características específicas en su operación y metodología, permitiendo atender de manera diferenciada a la población 

estudiantil de acuerdo con sus necesidades y contextos. 

La legislación educativa estatal, en su redacción actual, no hace una distinción explícita de estos subsistemas 

dentro de la educación básica, lo que puede generar ambigüedades en su reconocimiento y regulación. Al incluirlos 

expresamente en el artículo 37 de la Ley de Educación del Estado de Morelos, se otorga certeza jurídica respecto a 

su existencia y operación, contribuyendo así a una mejor organización del sistema educativo y a la asignación de 

recursos específicos para cada modalidad. 

2. Inclusión de la Educación Afromexicana 

El reconocimiento de la educación afromexicana en el marco normativo local es un acto de justicia social y de 

visibilización de una comunidad que ha sido históricamente ignorada. La Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, en su artículo 2°, reconoce a los pueblos y comunidades afromexicanas como parte de la composición 

pluricultural de la nación, otorgándoles el derecho a preservar y fortalecer sus prácticas culturales, tradiciones y 

formas de organización social. 

La educación desempeña un papel fundamental en la preservación de la identidad cultural y en la eliminación 

de prácticas discriminatorias. Por ello, es indispensable que la legislación educativa del Estado de Morelos reconozca 

explícitamente la educación afromexicana, garantizando así el derecho de esta comunidad a recibir una formación 

que tome en cuenta sus particularidades lingüísticas, históricas y culturales. 

Este reconocimiento no solo representa un avance en materia de derechos humanos, sino que también se 

alinea con los compromisos internacionales asumidos por México en la lucha contra la discriminación racial, tales 

como la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial. 

3. Incorporación de la Educación Especial 

La educación especial tiene como objetivo garantizar el acceso, permanencia y egreso de estudiantes con 

discapacidad o con aptitudes sobresalientes dentro del sistema educativo, asegurando la aplicación de estrategias 

pedagógicas y metodológicas adecuadas a sus necesidades. 

Si bien la legislación vigente menciona la educación inclusiva, es fundamental que la educación especial sea 

reconocida de manera expresa en el marco normativo estatal, ya que esta modalidad requiere de medidas 

específicas en términos de infraestructura, formación docente, materiales didácticos y metodologías diferenciadas. 

Al incorporar la educación especial dentro del artículo 37 de la Ley de Educación del Estado de Morelos, se 

fortalece el compromiso de la entidad con la educación de las personas con discapacidad y con aquellas que 

presentan talentos excepcionales, garantizando así su derecho a una formación adecuada y de calidad. 

4. Fortalecimiento del enfoque inclusivo y comunitario 

La educación comunitaria ha sido una estrategia clave para atender a poblaciones en condiciones de 

marginación y rezago educativo, especialmente en zonas rurales e indígenas. Su inclusión en el artículo 37 de la ley 

refuerza el compromiso del Estado de Morelos con la atención de los sectores más vulnerables, garantizando su 

acceso a una educación pertinente y contextualizada. 

Asimismo, la presente reforma mantiene el enfoque inclusivo de la educación básica, asegurando que ningún 

grupo social quede excluido del derecho a la educación. Con ello, se da cumplimiento al principio de equidad 

educativa, establecido en la Ley General de Educación, y se contribuye al cumplimiento de los Objetivos de 

Desarrollo Sostenible de la Agenda 2030, en particular el objetivo 4, relativo a la educación de calidad. 

Para una mayor claridad, se presenta a continuación el siguiente cuadro comparativo de la INICIATIVA CON 

PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 37 DE LA LEY DE EDUCACIÓN DEL 

ESTADO DE MORELOS, EN MATERIA DE RECONOCIMIENTO DE SUBSISTEMAS DE EDUCACIÓN 

SECUNDARIA, FORTALECIMIENTO DE LA EDUCACIÓN INDÍGENA, AFROMEXICANA, ESPECIAL Y 

COMUNITARIA: 

Del La Ley de Educación del Estado de Morelos: 

TEXTO VIGENTE PROPUESTA DE MODIFICACIÓN 

ARTÍCULO 37. La educación básica está compuesta por 

el nivel inicial, preescolar, primaria y secundaria, 

incluyendo la educación física y deporte, artística, 

inclusiva e indígena y comunitaria, en sus diferentes 

modalidades escolarizada, no escolarizada y mixta. 

ARTÍCULO 37. La educación básica está compuesta por 

el nivel inicial, preescolar, primaria y secundaria en sus 

diferentes subsistemas, secundarias generales, 

secundarias técnicas y telesecundarias, incluyendo la 

educación física y deporte, artística, inclusiva e indígena, 

afromexicana, especial y comunitaria, en sus diferentes 

modalidades escolarizada, no escolarizada y mixta.  
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III. IMPACTO PRESUPUESTAL 

La presente reforma no genera impacto presupuestal para el Estado de Morelos, ya que no implica la creación 

de nuevas instituciones, programas o estructuras administrativas. 

La reforma se limita a hacer explícito en la ley el reconocimiento de los subsistemas de educación secundaria 

que ya existen y operan en la entidad, así como a visibilizar la educación afromexicana y especial, modalidades que 

ya están contempladas en las políticas educativas nacionales e internacionales. 

Por lo tanto, su implementación no requiere de una asignación adicional de recursos ni representa una carga 

financiera extraordinaria para el Estado, sino que busca dar mayor certeza jurídica a la operación de estos 

subsistemas y modalidades educativas dentro del marco normativo estatal. 

IV. CONGRUENCIA CON EL MARCO JURÍDICO NACIONAL E INTERNACIONAL 

La reforma propuesta es congruente con los siguientes ordenamientos jurídicos: 

Å Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, artículos 1°, 2° y 3°, que garantizan el derecho a la 

educación, la igualdad y el reconocimiento de los pueblos indígenas y afromexicanos. 

Å Ley General de Educación, que establece los principios de equidad, inclusión e interculturalidad en la 

educación. 

Å Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, ratificada por México, que obliga al 

Estado a garantizar una educación inclusiva y de calidad para las personas con discapacidad. 

Å Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial, que exige a los 

Estados adoptar medidas para eliminar la discriminación y garantizar la igualdad de oportunidades educativas. 

Å Objetivos de Desarrollo Sostenible de la ONU, en particular el objetivo 4, que busca asegurar una educación 

inclusiva, equitativa y de calidad para todos. 

V. CONCLUSIÓN 

La presente iniciativa de reforma al artículo 37 de la Ley de Educación del Estado de Morelos representa un 

avance significativo en la consolidación de un sistema educativo más incluyente, equitativo y acorde con la diversidad 

cultural y social de la entidad. 

El reconocimiento explícito de los subsistemas de educación secundaria brinda certeza jurídica y fortalece la 

organización del sistema educativo. La inclusión de la educación afromexicana responde a una necesidad histórica de 

visibilización y respeto por la diversidad cultural. La incorporación de la educación especial garantiza el derecho de 

las personas con discapacidad y con aptitudes sobresalientes a recibir una educación adecuada. Finalmente, el 

fortalecimiento del enfoque comunitario e inclusivo reafirma el compromiso del Estado con la equidad educativa. 

V. APARTADO DE VALORACIÓN DE LA INICIATIVA  

Con fundamento en el art²culo 104, fracci·n II, del Reglamento para el Congreso del Estado de Morelos, la 

Comisión de Educaci·n y Cultura del H. Congreso del Estado Libre y Soberano de Morelos, en ejercicio de sus 

atribuciones legales y reglamentarias, formula los siguientes razonamientos para sustentar el sentido del presente 

dictamen. La educación, reconocida por el art²culo 3Á de la Constituci·n Pol²tica de los Estados Unidos Mexicanos y 

por los principales instrumentos internacionales en materia de derechos humanos, se erige como condición sine qua 

non para la realización plena de la dignidad humana; por ello, las entidades federativas están obligadas a adecuar 

permanentemente su legislación a los principios de progresividad, equidad e inclusión que gobiernan este derecho. 

En la trayectoria histórica del sistema educativo nacional, la secundaria se consolidó, desde la reforma de 1993, como 

parte de la educación básica y, en Morelos, su prestación se organiza de facto en tres subsistemas ðsecundaria 

general, secundaria técnica y telesecundariað los cuales se encuentran expresamente enumerados en el art²culo 59 

de la Ley de Educaci·n del Estado de Morelos. Sin embargo, el art²culo 37 de la misma ley, que fija la estructura 

general de la educación básica, omite mencionarlos, lo que genera una disonancia normativa que contraviene los 

principios de sistematicidad y coherencia legislativa, obstaculiza la planeación programática y dificulta la asignación 

diferenciada de recursos. 

Bajo esta ·ptica, la reforma propuesta salda la laguna jur²dica al reconocer expl²citamente en el art²culo 37 los 

tres subsistemas existentes, dotando de certeza a las comunidades escolares y a la autoridad educativa respecto a 

sus alcances, metodologías y necesidades específicas. Ello resulta imperativo si se considera que, de acuerdo con 

datos oficiales del SIGED, casi el catorce por ciento del alumnado secundario en el estado cursa estudios en 

telesecundarias ubicadas en zonas rurales, las cuales demandan estrategias pedagógicas y presupuestales 

particularizadas para subsanar brechas tecnológicas y de infraestructura. La precisión normativa robustece, además, 

los mecanismos de control parlamentario sobre el gasto público, pues vincula las políticas sectoriales al marco 

jurídico que las sustenta. 

Tras el análisis correspondiente, se determinó necesario ajustar el texto normativo para clarificar los elementos 

que efectivamente integran la educación básica en el Estado, conservando aquellos componentes reconocidos por la 

Ley General de Educación y por la práctica administrativa del sistema educativo estatal, a fin de mantener la 

congruencia, precisión y certeza jurídica en la interpretación de la norma. 
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Por tanto, se propone una redacción más acotada del artículo 37, en la que se preserva la descripción de los 

subsistemas de educación secundaria ðsecundarias generales, técnicas y telesecundariasð y se mantiene la 

inclusión de la educación física y deporte, artística, inclusiva, indígena y comunitaria, en sus diferentes modalidades 

escolarizada, no escolarizada y mixta. 

V.I. APARTADO DE MODIFICACIÓN DE LA INICIATIVA  

Derivado del análisis integral realizado al contenido de la iniciativa, esta Comisión considera pertinente precisar 

la redacción del artículo 37 de la Ley de Educación del Estado de Morelos, a efecto de fortalecer su congruencia 

interna y su armonización con la Ley General de Educación. 

En este sentido, se estima procedente reajustar la descripción de los niveles y subsistemas que integran la 

educación básica, preservando aquellos elementos que reflejan la estructura operativa del sistema educativo estatal. 

No obstante, la Comisión reconoce la relevancia de incorporar en la legislación estatal un capítulo específico 

que desarrolle con mayor amplitud los principios, alcances y modalidades de la educación afromexicana y de la 

educación especial, de manera que se establezcan con claridad sus objetivos, estrategias y mecanismos de 

implementación, conforme a los criterios de inclusión y diversidad cultural que rigen el sistema educativo nacional. 

Por lo anterior, derivado de un análisis exhaustivo por las Diputadas y Diputados integrantes de esta comisión 

dictaminadora consideran pertinente que el tema de la educación afromexicana se objetó de una iniciativa posterior 

de adición normativa, que permita atenderlos con la profundidad y participación social que su naturaleza demanda, 

asegurando la consulta, colaboración y reconocimiento de los pueblos, comunidades y grupos a quienes se refiere 

con el único propósito de construir un marco normativo que cumpla con las expectativas, necesidades y derechos de 

las personas afromorelenses en cumplimiento a lo establecido por el artículo 2 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos. 

Mientras tanto, la reforma al artículo 37 busca mantener una redacción clara y coherente, en la que se precise 

la composición de la educación básica conforme a los niveles, subsistemas y modalidades actualmente establecidos 

en la legislación aplicable. 

VI.- APARTADO DE IMPACTO PRESUPUESTAL 

De manera análoga, se señala que la implementación del presente decreto no generará ningún impacto 

presupuestario, en cumplimiento con lo dispuesto en el artículo 16 de la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades 

Federativas y los Municipios. Esta normativa tiene como objetivo fomentar la responsabilidad hacendaria y financiera, 

promoviendo una gestión responsable y sostenible de las finanzas públicas, garantizando su estabilidad a través de 

una política de gasto planificado. 

En consecuencia, se sostiene que la presente iniciativa no ocasionará un impacto presupuestario adicional, 

dado que no altera las estructuras administrativas ni propone la creación de nuevos cargos, y se llevará a cabo con 

los recursos ya contemplados en el presupuesto estatal. 

Por todo lo anterior, la Comisión de Educación y Cultura estima procedente su aprobación de esta iniciativa, 

pues considera que representa un paso importante para el fortalecimiento de la educación y la inclusión en nuestra 

entidad. 

VII. APARTADO DE CONSIDERACIONES FINALES 

Es facultad del H. Congreso del Estado de Morelos, como titular del Poder Legislativo local, expedir, aclarar, 

reformar, derogar o abrogar las leyes, decretos y acuerdos para el gobierno y administración interior del Congreso, 

conforme a lo dispuesto en el artículo 40, fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 

Morelos. 

Por lo tanto, la Comisión Dictaminadora, en ejercicio de sus atribuciones y en el marco de sus competencias, 

reitera la procedencia de la iniciativa presentada, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 42, fracción II, 43 y 

demás relativos aplicables de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, así como en el ordinal 

18 y demás relativos de la Ley Orgánica para el Congreso del Estado de Morelos, y en los artículos 14, fracción IV, 

38, 73, 95 al 100 del Reglamento para el Congreso del Estado de Morelos, y demás disposiciones relacionadas. 

Con base en los razonamientos y análisis realizados, la Comisión considera que la reforma propuesta al 

artículo 37 de la Ley de Educación del Estado de Morelos es un paso necesario para adecuar la normativa estatal a 

las necesidades actuales de la población, fortaleciendo el sistema educativo en términos de equidad, inclusión y 

diversidad, y garantizando el acceso a las estructuras administrativas que atienden todos los grupos. 

Así mismo, se reafirma que el reconocimiento de los subsistemas educativos y el fortalecimiento del enfoque 

comunitario que se contempla en esta reforma representan un avance significativo para la justicia social, la 

eliminación de la discriminación y la construcción de una sociedad más equitativa y justa, así como se considera que 

la reforma propuesta contribuirá a una mejor organización del sistema educativo estatal, fortaleciendo la precisión 

técnica y la claridad conceptual de la Ley de Educación del Estado de Morelos. 
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Por lo tanto, la Comisión Dictaminadora estima procedente la aprobación de esta iniciativa, en virtud de que 
cumple con los principios establecidos en la Constitución y los ordenamientos legales aplicables, y se ajusta a las 
necesidades y demandas sociales del Estado de Morelos. 

VIII. APARTADO DE CONCLUSIONES 
En virtud de los razonamientos y análisis expuestos, la Comisión de Educación y Cultura del H. Congreso del 

Estado Libre y Soberano de Morelos considera que la iniciativa presentada es plenamente viable y jurídicamente 
pertinente para el fortalecimiento del sistema educativo estatal. La reforma propuesta al artículo 37 de la Ley de 
Educación del Estado de Morelos, al reconocer de manera expresa los subsistemas de educación secundaria, 
representa un avance sustantivo en la consolidación de un modelo educativo más justo, inclusivo y acorde con la 
pluralidad social y cultural que caracteriza a la entidad. 

La adecuación normativa que se propone contribuirá a generar mayor certeza jurídica respecto a la estructura y 
operación del servicio educativo, al tiempo que facilitará la planeación, programación y asignación de recursos con 
base en criterios objetivos y diferenciados. Esta modificación, al armonizar el artículo 37 con el artículo 59 de la 
misma ley, subsana una disonancia técnica relevante, fortalece la congruencia del marco legal y permite dar 
seguimiento más preciso a las políticas públicas en materia educativa. 

A través de esta reforma, el Estado de Morelos reafirma su compromiso con la construcción de una sociedad 
democrática e incluyente, en la que el acceso equitativo a una educación de calidad sea una realidad para todas las 
personas, sin excepción. Este esfuerzo legislativo no sólo atiende una deuda histórica con grupos tradicionalmente 
excluidos, sino que también contribuye al fortalecimiento del tejido social mediante la promoción de valores como el 
respeto, la tolerancia y la equidad, contribuyendo al estado a generar una mejor organización del sistema educativo 
estatal, fortaleciendo la precisión técnica y la claridad conceptual de la Ley de Educación del Estado de Morelos. 

Por lo expuesto, la Comisión de Educación y Cultura del H. Congreso del Estado de Morelos considera que la 
reforma propuesta al artículo 37 de la Ley de Educación del Estado representa una medida integral, técnica y 
socialmente necesaria, que permitirá alinear el marco jurídico estatal con los más altos estándares en materia de 
derechos humanos y política educativa. En consecuencia, resulta procedente su aprobación, al constituir un paso 
firme hacia un modelo educativo más coherente, plural y verdaderamente incluyente en el Estado de Morelos. 

IX. APARTADO PROYECTO DE DECRETO 
Por lo anteriormente expuesto, la Comisión de Educación y Cultura de la LVI Legislatura dictamina en 

SENTIDO POSITIVO, la ñINICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 
37 DE LA LEY DE EDUCACIÓN DEL ESTADO DE MORELOS, EN MATERIA DE RECONOCIMIENTO DE 
SUBSISTEMAS DE EDUCACIÓN SECUNDARIA, FORTALECIMIENTO DE LA EDUCACIÓN INDÍGENA, 
AFROMEXICANA, ESPECIAL Y COMUNITARIA.ò, lo anterior de conformidad con lo dispuesto en fracción II del 
artículo 104 del Reglamento para el Congreso del Estado de Morelos, toda vez que del estudio y análisis de la 
iniciativa citada se encontr· procedenteéò 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, esta LVI Legislatura del Congreso del Estado, ha tenido a bien 
expedir el siguiente: 

DECRETO NÚMERO MIL CIENTO DIECIOCHO 
POR EL QUE SE REFORMA EL ARTĉCULO 37 DE LA LEY DE EDUCACIčN DEL ESTADO DE MORELOS, 

EN MATERIA DE RECONOCIMIENTO DE SUBSISTEMAS DE EDUCACIčN SECUNDARIA 
ÚNICO: Se reforma el artículo 37 de La Ley de Educación del Estado de Morelos, para quedar como sigue: 
ARTÍCULO 37. La educación básica está compuesta por el nivel inicial, preescolar, primaria y secundaria en 

sus diferentes subsistemas, secundarias generales, secundarias técnicas y telesecundarias, incluyendo la educación 
física y deporte, artística, inclusiva e indígena y comunitaria, en sus diferentes modalidades escolarizada, no 
escolarizada y mixta. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 
PRIMERA.  Remítase el presente decreto a la persona Titular del Poder Ejecutivo Estatal para su publicación 

en el Peri·dico Oficial ñTierra y Libertadò, ·rgano de difusi·n oficial del Gobierno del Estado de Morelos.   
SEGUNDA. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial 

ñTierra y Libertadò, ·rgano de difusi·n del Gobierno del Estado de Morelos.   
Poder Legislativo del Estado de Morelos, Sesión Ordinaria de Pleno del diecinueve de febrero de dos mil 

veintiséis. 
Diputados integrantes de la Mesa Directiva del Congreso del Estado de Morelos. Dip. Isaac Pimentel Mejía, 

presidente. Dip. Guillermina Maya Rendón, secretaria. Dip. Nayla Carolina Ruiz Rodríguez, en funciones de 
secretaria. Rúbricas. 

Por tanto, mando se imprima, publique, circule y se le dé el debido cumplimiento. Dado en la residencia del 
Poder Ejecutivo, Palacio de Gobierno, en la ciudad de Cuernavaca, capital del estado de Morelos, a los dieciséis días 
del mes de marzo del dos mil veintiséis. 

ñSUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCIčNò 
GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO 

LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS 
MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN  

SECRETARIO DE GOBIERNO 
EDGAR ANTONIO MALDONADO CEBALLOS 

RÚBRICAS.
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Al margen superior izquierdo un escudo del estado de Morelos que dice: ñTIERRA Y LIBERTADò. LA TIERRA 

VOLVERÁ A QUIENES LA TRABAJAN CON SUS MANOS.- y un logotipo que dice: MORELOS.- LA TIERRA QUE 

NOS UNE.- GOBIERNO DEL ESTADO 2024-2030. 

MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN, GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO LIBRE Y 

SOBERANO DE MORELOS A SUS HABITANTES SABED:  

La Quincuagésima Sexta Legislatura del Congreso del Estado Libre y Soberano de Morelos, en ejercicio de la 

facultad que le otorga la fracción II del artículo 40 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, 

aprobó al tenor de lo siguiente: 

Los integrantes de la Comisión de Educación y Cultura de la LVI Legislatura, presentaron a consideración del 

Pleno el dictamen con proyecto de decreto POR EL QUE SE ADICIONA EL ARTĉCULO 136 BIS A LA LEY DE 

EDUCACIčN DEL ESTADO DE MORELOS, en los siguientes términos: 

ñI. APARTADO DE FUNDAMENTO 

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 51, 53, 57 y 63 de la Ley Orgánica para el Congreso del 

Estado de Morelos; los artículos 51, 54, 103, 104. 106, 107 y 108 del Reglamento para el Congreso del Estado de 

Morelos, esta Comisión de Educación y Cultura es competente para emitir el presente dictamen, en consecuencia, se 

avocó al análisis, discusión y valoración de la presente iniciativa. 

II.- APARTADO DE ANTECEDENTES 

a) En Sesión Ordinaria del Pleno de la Quincuagésima Sexta Legislatura, llevada a cabo el día 25 del mes de 

septiembre del año 2025, la Diputada Tania Valentina Rodríguez Ruíz, Coordinadora del Grupo Parlamentario del 

Partido del Trabajo; con las facultades que le confieren los artículos 40, fracción II, 42, fracción II, y 60 de la 

Constitución Política del estado, los artículos 18, fracción I, IV, 36 de la Ley Orgánica para el Congreso del Estado y 

111 del Reglamento para el Congreso del Estado de Morelos, presentó a consideración de esa soberanía la Iniciativa 

con Proyecto de Decreto por el que se adiciona un párrafo tercero  al artículo 136 de la Ley de Educación del Estado 

de Morelos tal y como se menciona en el epígrafe del presente dictamen. 

b) En consecuencia, el Diputado Isaac Pimentel Mejía, Presidente de la Mesa Directiva de la LVI Legislatura 

del Congreso del Estado de Morelos, ordenó el turno respectivo a la Comisión de Educación y Cultura, identificado 

con el número SSLyP/DPyTL/AÑO2/P.O.1/1030/25, el cual se recibió para su análisis y dictamen correspondiente.  

III.- APARTADO DE MATERIA DE LA INICIATIVA  

La iniciativa presentada por la Diputada propone adicionar un tercer párrafo al artículo 136 de la Ley de 

Educación del Estado de Morelos con el fin de establecer que las autoridades educativas garanticen ambientes de 

aprendizaje libres de distracciones tecnológicas. Para ello, se dispone que en los niveles de preescolar, primaria y 

secundaria el uso de teléfonos celulares y demás dispositivos electrónicos durante el horario escolar quede limitado 

exclusivamente a fines pedagógicos específicos, obligando además a las instituciones educativas a implementar 

medidas que aseguren dicho uso pedagógico y a restringir el acceso a redes sociales durante la jornada escolar. 

IV. APARTADO DE CONTENIDO DE LA INICIATIVA 

La iniciativa presente en la exposición de motivos menciona aspectos generales que son argumentos comunes. 

Estos son los aspectos generales expuestos que recoge este dictamen:   

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

En la era digital, el acceso a la tecnología se ha convertido en una herramienta clave para la comunicación y el 

aprendizaje. Sin embargo, el uso inadecuado de los teléfonos celulares, dispositivos electrónicos y redes sociales, en 

entornos educativos ha generado preocupaciones crecientes entre padres, docentes y autoridades escolares. 

Diversos estudios han demostrado que la presencia constante de dispositivos móviles en el aula afecta 

negativamente el rendimiento académico, la concentración y la socialización de los estudiantes.  

El objetivo de esta iniciativa es reformar la Ley de Educación del Estado de Morelos para regular el uso 

exclusivo de teléfonos celulares y dispositivos electrónicos en escuelas de nivel preescolar, primaria y secundaria, 

para fines pedagógicos.  

Un estudio de la Escuela de Economía de Londres reveló que la prohibición del uso de teléfonos celulares en 

las escuelas incrementó el rendimiento académico de los estudiantes en un 6.4 por ciento, especialmente entre 

aquellos con menor desempeño. Al distraerse con aplicaciones, videojuegos o redes sociales, el alumnado pierde un 

tiempo valioso de atención en clase, comprometiendo su aprendizaje y comprensión de los contenidos curriculares.  

Además, el uso excesivo de dispositivos móviles reduce la interacción social entre los alumnos, afectando el 

desarrollo de habilidades socioemocionales. Un informe de la UNESCO de 2023 destacó que la presencia de 

teléfonos celulares en el aula afecta la capacidad de concentración y aprendizaje de los estudiantes.  

No hay que dejar de mencionar que la facilidad de acceso a redes sociales y servicios de mensajería 

instantánea durante el horario escolar incrementa los casos de ciberacoso o ciberbullying, afectando la salud 

emocional y psicológica de las víctimas.  

Aunque se intente restringir el acceso, el uso libre de celulares durante el horario escolar conlleva el riesgo de 

que los estudiantes accedan a información violenta, sexualizada o que promueva conductas perjudiciales.  
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Ante estos desafíos, es imperativo establecer un marco legal que garantice el uso exclusivo de teléfonos 
celulares en entornos escolares para fines pedagógicos, garantizando un ambiente propicio para el aprendizaje y el 
desarrollo integral de la niñez y la adolescencia. 

Esto no es algo nuevo, ya que en más de 70 países se han implementado acciones respecto del uso de 
teléfonos celulares en la educación básica, se comienzan a limitar su uso dentro de las aulas para reducir la 
distracción, fomentar la concentración y promover entornos académicos saludables.  

En México varios legisladores de otros estados se han pronunciado por el mismo tema como en Nuevo León, 
Guanajuato, Querétaro, ya es una realidad en Aguascalientes tras su publicación en el Periódico Oficial de este 
estado  para que la autoridad educativa estatal fomente y regule el uso responsable de los dispositivos digitales en 
los planteles educativos que impartan educación básica y media superior. 

Si bien es cierto, nos encontramos en la era tecnológica, pero esto puede resultar contraproducente si el uso 
de las nuevas tecnologías no tiene el enfoque adecuado, sobre todo en materia de educación.  

Esto ha sido reconocido por la UNESCO, en su Informe de seguimiento de la educación en el mundo del año 
2023, en el cual se menciona: ñéLos gobiernos deben garantizar las condiciones adecuadas para brindar a todos un 
acceso equitativo a la educación, regular el uso de la tecnología a fin de proteger a los estudiantes de sus efectos 
negativos, y preparar a los docentesò. 

La presente iniciativa de reforma la Ley de Educación del Estado de Morelos, busca establecer un marco legal 
claro que promueva un ambiente escolar libre de distracciones, favoreciendo la concentración, la convivencia y la 
formación integral de los futuros ciudadanos. Regular el uso de los dispositivos móviles en este nivel no implica 
oponerse al avance tecnológico; por el contrario, se trata de canalizar adecuadamente las herramientas digitales para 
que se conviertan en verdaderos recursos pedagógicos, asegurando que la tecnología aporte al crecimiento 
intelectual, emocional y social de niñas, niños y adolescentes en México. 

V. APARTADO DE VALORACIÓN DE LA INICIATIVA  
Con fundamento en el artículo 104, fracción II, del Reglamento para el Congreso del Estado de Morelos, la 

Comisión de Educación y Cultura del H. Congreso del Estado Libre y Soberano de Morelos, en ejercicio de sus 
atribuciones legales y reglamentarias, formula los siguientes razonamientos para sustentar el sentido del presente 
dictamen. 

La educación, reconocida por el artículo 3° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos como 
un derecho humano de carácter progresivo, exige garantizar condiciones que favorezcan el aprendizaje integral de 
niñas, niños y adolescentes. En virtud de ello, las autoridades educativas están obligadas a promover entornos 
escolares seguros, ordenados y libres de elementos que interfieran con la concentración, el desarrollo socioemocional 
y las dinámicas pedagógicas propias de la educación básica y media superior. 

En los últimos años, el uso intensivo de teléfonos celulares y dispositivos electrónicos dentro de los planteles 
escolares ha generado desafíos relevantes para los procesos de enseñanza-aprendizaje. Diversos estudios 
nacionales e internacionales advierten que la exposición constante a redes sociales, aplicaciones de entretenimiento 
y contenido no supervisado puede generar distracciones, afectar el desempeño académico, incrementar riesgos como 
el ciberacoso y vulnerar la privacidad de las y los estudiantes. Si bien las tecnologías digitales representan 
herramientas útiles para fines didácticos, su uso requiere una regulación clara que delimite sus alcances dentro de los 
espacios educativos. 

Actualmente, el artículo 136 de la Ley de Educación del Estado de Morelos establece disposiciones generales 
sobre las tecnologías de información y aprendizaje digital; sin embargo, no incorpora lineamientos específicos sobre 
la utilización de dispositivos electrónicos durante la jornada escolar. Esta ausencia normativa ha provocado 
interpretaciones diversas entre los centros educativos, originando criterios dispares y dificultando la implementación 
de políticas homogéneas de convivencia y disciplina positiva. 

La iniciativa presentada por la diputada promovente resulta pertinente y jurídicamente viable en tanto propone 
regular una problemática real y contemporánea en la vida escolar. No obstante, tras el análisis exhaustivo del marco 
jurídico, esta Comisión considera oportuno modificar la propuesta original, a fin de dotar de mayor claridad, 
sistematicidad y coherencia a la regulación planteada. 

La propuesta de adicionar un artículo 136 Bis ðen lugar de incorporar un párrafo adicional al artículo 136 
vigenteð permite otorgar a esta regulación la autonomía normativa necesaria para evitar la sobrecarga conceptual 
del precepto actual, cuyo objeto es más amplio y general. La incorporación de un artículo independiente fortalece la 
estructura interna del Capítulo II, brinda jerarquía y claridad interpretativa, y asegura que las autoridades educativas 
cuenten con un marco jurídico preciso para emitir lineamientos y reglamentos específicos que garanticen su correcta 
aplicación, sin margen de ambigüedad y sin riesgo de vulnerar los derechos humanos del estudiantado. 

La modificación propuesta también armoniza con las políticas públicas anunciadas por la Gobernadora 
Constitucional del Estado, Margarita González Saravia Calderón, orientadas a elevar la calidad educativa mediante 
estrategias que disminuyan distractores en el aula y promuevan ambientes de aprendizaje disciplinados, seguros y 
pedagógicamente relevantes. Actualmente, la Secretaría de Educación ya ha implementado medidas administrativas 
para restringir el uso de celulares en escuelas de educación básica y media superior, mismas que entrarán en vigor a 
partir de enero de 2026; sin embargo, dichas medidas carecen todavía de un fundamento legal explícito, lo que hace 
indispensable su incorporación a la Ley de Educación del Estado de Morelos. 
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Por lo expuesto, esta Comisión Dictaminadora estima procedente modificar la iniciativa original a fin de elevar a 
rango legal la regulación del uso de dispositivos electrónicos, otorgando certeza a la comunidad escolar y 
consolidando una medida necesaria para la protección del interés superior de la niñez y adolescencia. De igual 
manera, se considera pertinente incluir una disposición transitoria que mandata a la Secretaría de Educación a 
realizar las adecuaciones reglamentarias correspondientes, asegurando la implementación efectiva del nuevo artículo 
136 Bis. 

V.I APARTADO DE MODIFICACIONES 
Después del análisis exhaustivo de la iniciativa presentada, las diputadas y los diputados integrantes de esta 

Comisión Dictaminadora determinan que el objetivo planteado por la iniciadora es jurídicamente viable y socialmente 
pertinente; sin embargo, para garantizar una mejor sistematicidad normativa y evitar sobrecargar el contenido del 
actual artículo 136 de la Ley de Educación del Estado de Morelos, resulta necesario modificar la propuesta original. 

La regulación del uso de teléfonos celulares y demás dispositivos electrónicos en los planteles de educación 
básica y media superior constituye un tema novedoso, específico y de creciente relevancia para la convivencia 
escolar. Por tal motivo, esta Comisión considera que su incorporación debe realizarse mediante un artículo autónomo, 
que permita otorgar claridad, jerarquía y certeza jurídica a las autoridades educativas, al personal docente y a la 
comunidad escolar. 

En consecuencia, se determina procedente sustituir la propuesta inicial por la adición de un artículo 136 Bis, en 
el cual se establezcan de manera expresa: 

¶ La obligación de las autoridades educativas de garantizar ambientes de aprendizaje libres de distracciones 
tecnológicas. 

¶ La restricción del uso de teléfonos celulares y dispositivos electrónicos durante el horario escolar, salvo 
cuando se utilicen con fines pedagógicos específicos. 

¶ La facultad de las instituciones educativas para implementar medidas que regulen el acceso a redes sociales 
y contenidos ajenos a la jornada educativa. 

Asimismo, se incorpora una disposición transitoria que faculta a la Secretaría de Educación del Poder Ejecutivo 
Estatal a emitir, en el plazo correspondiente, los lineamientos y adecuaciones reglamentarias necesarias para la 
correcta aplicación del nuevo artículo. 

Las modificaciones realizadas no alteran el espíritu de la iniciativa presentada, sino que fortalecen su técnica 
legislativa, aseguran su armonización con la Ley General de Educación y permiten una implementación progresiva, 
clara y respetuosa de los derechos de las niñas, niños y adolescentes del Estado de Morelos. 

VI.- APARTADO DE IMPACTO PRESUPUESTAL 
De manera análoga, se señala que la implementación del presente decreto no generará impacto 

presupuestario adicional, en cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 16 de la Ley de Disciplina Financiera de las 
Entidades Federativas y los Municipios. Dicha normativa establece que toda reforma legal debe observar los 
principios de responsabilidad hacendaria, racionalidad y sostenibilidad en el gasto público, asegurando que las 
decisiones legislativas no comprometan la estabilidad financiera del Estado ni impliquen erogaciones no previstas en 
la programación presupuestal vigente. 

En el caso que nos ocupa, la adición del artículo 136 Bis de la Ley de Educación del Estado de Morelos se 
limita a fortalecer el marco normativo que regula el uso pedagógico de los dispositivos electrónicos durante la jornada 
escolar, sin modificar estructuras orgánicas, crear unidades administrativas, generar nuevas plazas o establecer 
obligaciones financieras que impliquen recursos extraordinarios. Las acciones derivadas de la reforma ð
principalmente la emisión de lineamientos internos y la implementación de medidas de regulación al interior de los 
plantelesð pueden desarrollarse con los recursos humanos, materiales y presupuestales actualmente asignados a la 
Secretaría de Educación y a las instituciones educativas. 

En consecuencia, se determina que la presente iniciativa no incide en el presupuesto estatal ni requiere 
ampliaciones presupuestales para su ejecución, ya que su implementación se enmarca dentro de las facultades 
ordinarias de la autoridad educativa y puede llevarse a cabo con las capacidades instaladas del sistema educativo 
estatal. 

Por todo lo anterior, la Comisión de Educación y Cultura considera procedente su aprobación, al representar 
una medida normativa orientada a mejorar las condiciones de aprendizaje y fortalecer la gestión escolar en nuestro 
estado, sin impacto alguno en las finanzas públicas. 

VII. APARTADO DE CONSIDERACIONES FINALES 
Es facultad del H. Congreso del Estado de Morelos, como titular del Poder Legislativo local, expedir, reformar, 

derogar o abrogar las leyes, decretos y acuerdos que rigen la vida institucional del Estado, conforme a lo dispuesto en 
el artículo 40, fracción II, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos. 

Por lo tanto, la Comisión Dictaminadora, en ejercicio de sus atribuciones y en el marco de sus competencias, 
reitera la procedencia de la iniciativa presentada, con fundamento en lo establecido por los artículos 42, fracción II, 43 
y demás relativos de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos; el ordinal 18 y demás 
aplicables de la Ley Orgánica para el Congreso del Estado de Morelos; así como los artículos 14, fracción IV, 38, 73 y 
95 al 100 del Reglamento para el Congreso del Estado de Morelos. 
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Con base en los razonamientos y análisis efectuados, esta Comisión considera que la adición del artículo 136 

Bis a la Ley de Educación del Estado de Morelos constituye una medida necesaria para fortalecer los entornos 

escolares, garantizando condiciones idóneas para el aprendizaje, la convivencia y el desarrollo integral de niñas, 

niños y adolescentes. La regulación del uso de teléfonos celulares y dispositivos electrónicos ðacotado a fines 

pedagógicos específicosð contribuye a disminuir distracciones tecnológicas, prevenir riesgos asociados al uso 

inadecuado de redes sociales y promover prácticas educativas centradas en el bienestar y la atención del 

estudiantado. 

Asimismo, la adición normativa favorece la actualización del marco legal en materia de tecnologías educativas, 

alineándolo con las recomendaciones de organismos especializados y con las políticas públicas orientadas a la 

protección del interés superior de la niñez. Su incorporación fortalece la claridad conceptual y técnica del Capítulo II 

relativo a las tecnologías de información, comunicación y aprendizaje digital, brindando certeza jurídica a docentes, 

directivos, familias y a la autoridad educativa estatal. 

Por lo tanto, la Comisión Dictaminadora estima procedente la aprobación de la presente iniciativa, en virtud de 

que se ajusta a los principios constitucionales, respeta el marco jurídico aplicable y responde a las necesidades 

actuales del sistema educativo morelense, contribuyendo a la construcción de ambientes escolares más seguros, 

ordenados y propicios para el aprendizaje. 

VIII. APARTADO DE CONCLUSIONES 

En virtud de los razonamientos y análisis expuestos, la Comisión de Educación y Cultura del H. Congreso del 

Estado Libre y Soberano de Morelos considera que la iniciativa presentada es plenamente viable, necesaria y 

jurídicamente pertinente para el fortalecimiento del sistema educativo estatal. La adición propuesta del artículo 136 

Bis a la Ley de Educación del Estado de Morelos constituye un avance significativo hacia la consolidación de 

ambientes escolares más seguros, ordenados y centrados en el aprendizaje, al establecer criterios claros sobre el 

uso pedagógico de teléfonos celulares y dispositivos electrónicos durante la jornada escolar. 

Esta regulación no sólo atiende una demanda creciente de la comunidad educativa frente a los riesgos que 

representan las distracciones tecnológicas, sino que también incorpora un enfoque transversal de paridad de género, 

indispensable para garantizar que niñas, niños y adolescentes desarrollen sus procesos educativos en condiciones de 

igualdad. Al limitar el uso no supervisado de dispositivos y redes sociales, la reforma contribuye a reducir fenómenos 

como el acoso digital, la violencia simbólica y la cosificación de las niñas y adolescentes ðquienes son 

desproporcionadamente afectadas por estas formas de violencia en líneað, generando un entorno más equitativo y 

protector para todas y todos. 

La adecuación normativa propuesta permitirá a las autoridades educativas implementar lineamientos 

homogéneos, fortalecer las prácticas de convivencia escolar y prevenir desigualdades derivadas del acceso 

diferenciado a dispositivos tecnológicos o de las presiones sociales asociadas a su uso. Con ello, se garantiza un 

espacio formativo donde las niñas y los niños participan en igualdad de condiciones, eliminando uno de los factores 

que suele profundizar brechas de género desde edades tempranas. 

Asimismo, esta medida legislativa favorece la integridad, seguridad y bienestar socioemocional del 

estudiantado, al inhibir conductas de riesgo y reducir la exposición a contenidos que reproducen estereotipos de 

género, fomentan la desigualdad o propician dinámicas discriminatorias. De esta manera, la regulación refuerza el 

deber del Estado de Morelos de promover una educación inclusiva, libre de violencia y orientada al desarrollo pleno e 

igualitario de todas las personas. 

Por lo expuesto, la Comisión de Educación y Cultura del H. Congreso del Estado de Morelos considera que la 

adición del artículo 136 Bis a la Ley de Educación del Estado constituye una medida integral, técnica y socialmente 

necesaria, que permitirá alinear el marco jurídico estatal con los más altos estándares en materia educativa, de 

protección de la niñez y de paridad de género. En consecuencia, resulta procedente su aprobación, al representar un 

paso firme hacia la construcción de un sistema educativo más seguro, equitativo y verdaderamente incluyente para el 

Estado de Morelos. 
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IX. APARTADO PROYECTO DE DECRETO 

Por lo anteriormente expuesto, la Comisión de Educación y Cultura de la LVI Legislatura dictamina en 

SENTIDO POSITIVO, la ñINICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA UN PARRAFO 

TERCERO AL ARTICULO 136 DE LA LEY DE EDUCACION DEL ESTADO DE MORELOS.ò, lo anterior de 

conformidad con lo dispuesto en fracción II del artículo 104 del Reglamento para el Congreso del Estado de Morelos, 

toda vez que del estudio y an§lisis de la iniciativa citada se encontr· procedenteéò 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, esta LVI Legislatura del Congreso del Estado, ha tenido a bien 

expedir el siguiente: 

DECRETO NÚMERO MIL CIENTO VEINTE 

POR EL QUE SE ADICIONA EL ARTĉCULO 136 BIS A LA LEY DE EDUCACIčN DEL ESTADO DE MORELOS 

ÚNICO: Se adiciona el artículo 136 Bis a La Ley de Educación del Estado de Morelos, para quedar como sigue: 

ARTÍCULO 136 Bis. Las autoridades educativas garantizarán en los planteles de educación básica y media 

superior un ambiente propicio para el aprendizaje, libre de distracciones tecnológicas. En consecuencia, el uso de 

teléfonos celulares y otros dispositivos electrónicos durante el horario escolar será exclusivo para fines pedagógicos 

específicos. Corresponderá a las instituciones educativas implementar las medidas necesarias para garantizar el uso 

adecuado y restringir el acceso a redes sociales o contenidos ajenos a la jornada de enseñanza-aprendizaje. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

PRIMERA. Remítase el presente decreto a la persona Titular del Poder Ejecutivo Estatal para su publicación en 

el Peri·dico Oficial ñTierra y Libertadò, ·rgano de difusi·n oficial del Gobierno del Estado de Morelos.   

SEGUNDA. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial 

ñTierra y Libertadò, ·rgano de difusi·n del Gobierno del Estado de Morelos. 

TERCERA. La Secretaría de Educación del Poder Ejecutivo Estatal, en un plazo no mayor a sesenta días 

naturales contados a partir de la entrada en vigor del presente Decreto, deberá realizar las reformas o adiciones 

necesarias a los reglamentos respectivos y, en su caso, expedir los lineamientos para el debido cumplimiento del 

Artículo 136 Bis de esta Ley. 

Poder Legislativo del Estado de Morelos, Sesión Ordinaria de Pleno del diecinueve de febrero de dos mil 

veintiséis. 

Diputados integrantes de la Mesa Directiva del Congreso del Estado de Morelos. Dip. Isaac Pimentel Mejía, 

presidente. Dip. Guillermina Maya Rendón, secretaria. Dip. Nayla Carolina Ruiz Rodríguez, en funciones de 

secretaria. Rúbricas. 

Por tanto, mando se imprima, publique, circule y se le dé el debido cumplimiento. Dado en la residencia del 

Poder Ejecutivo, Palacio de Gobierno, en la ciudad de Cuernavaca, capital del estado de Morelos, a los dieciséis días 

del mes de marzo del dos mil veintiséis. 

ñSUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCIčNò 

GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO 

LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS 

MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN  

SECRETARIO DE GOBIERNO 

EDGAR ANTONIO MALDONADO CEBALLOS 

RÚBRICAS.
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Al margen superior izquierdo un escudo del estado de Morelos que dice: ñTIERRA Y LIBERTADò. LA TIERRA 

VOLVERÁ A QUIENES LA TRABAJAN CON SUS MANOS.- y un logotipo que dice: MORELOS.- LA TIERRA QUE 
NOS UNE.- GOBIERNO DEL ESTADO 2024-2030. 

MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN, GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO LIBRE Y 
SOBERANO DE MORELOS A SUS HABITANTES SABED:  

La Quincuagésima Sexta Legislatura del Congreso del Estado Libre y Soberano de Morelos, en ejercicio de la 
facultad que le otorga la fracción II del artículo 40 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, 

aprobó al tenor de lo siguiente: 
Los integrantes de la Comisión de Puntos Constitucionales y Legislación, presentaron a consideración del 

Pleno, el dictamen con proyecto de decreto POR EL QUE SE REFORMA LA FRACCIÓN VI DEL INCISO A) DEL 
ARTÍCULO 176 DEL CÓDIGO PENAL PARA EL ESTADO DE MORELOS, en los siguientes términos:  

ñI.- ANTECEDENTES. 
1. En Sesión Ordinaria del Pleno de la LVI Legislatura, que tuvo verificativo el día 11 de septiembre de 2025, la 

Diputada Luz Dary Quevedo Maldonado, presentó la iniciativa citada en el epígrafe del presente dictamen.   
2. En consecuencia, de lo anterior, el Diputado Isaac Pimentel Mejía, presidente de la Mesa Directiva de la LVI 

Legislatura del Congreso del Estado de Morelos, ordenó el turno respectivo a la Diputada Martha Melissa Montes de 
Oca Montoya, presidenta de la Comisión de Puntos Constitucionales y Legislación, por medio del oficio número 

SSLyP/DPLyP/AÑO2/P.O.1/989/25, para su análisis y dictamen correspondiente. 
3. Con fecha diez de diciembre, el Diputado Isaac Pimentel Mejía, presidente de la Mesa Directiva de la LVI 

Legislatura del Congreso del Estado de Morelos, ordenó el turno por medio del oficio número 
SSLyP/DPLyP/AÑO2/P.O.1/1303/25, de la iniciativa Presentada por el Diputado Sergio Omar Livera Chavarría, para 

su análisis y dictamen correspondiente.    
4. En reunión extraordinaria de esta Comisión Legislativa llevada a cabo el día diez de diciembre de 2025 y 

existiendo el quórum legal establecido en la normatividad interna del Congreso del Estado, las diputadas y diputados 
integrantes de la misma, después de analizar y discutir la iniciativa de mérito y realizar la valoración respectiva 

aprobamos el dictamen en SENTIDO POSITIVO.  
II.- MATERIA DE LAS INICIATIVAS 

Las iniciativas presentadas por la Diputada Luz Dary Quevedo Maldonado y por el Diputado Sergio Omar 
Livera Chavarría, tienen como objetivo agravar la pena para el delito de robo cuando se cometa contra usuarios de 

instituciones financieras. 
Además, equipara esta conducta a la que cometen los empleados de estas instituciones que proporcionen 

información a los delincuentes sobre el retiro de efectivo para que sean asaltados.  
III.- CONTENIDO DE LAS INICIATIVAS 

La iniciativa presentada por la Diputada Luz Dary Quevedo Maldonado, se fundamenta en la siguiente 
exposición de motivos: 

ñLa seguridad pública constituye uno de los pilares fundamentales para garantizar el desarrollo armónico de la 
sociedad. En los últimos años, el delito de robo a cuentahabientes ha adquirido una alarmante frecuencia en diversas 

entidades federativas, incluido el estado de Morelos, convirtiéndose en una de las modalidades delictivas que más 
afecta a la tranquilidad y al patrimonio de la ciudadanía. 

El modus operandi en estos ilícitos refleja, en muchos casos, la intervención o complicidad de empleados 
bancarios que proporcionan información sensible sobre los montos retirados o la identidad de los usuarios, facilitando 

así la comisión del delito. Se trata de una conducta especialmente grave, pues no sólo se lesiona el patrimonio de las 
personas, sino que también se erosiona la confianza en las instituciones financieras y se vulnera el orden público. 

En Morelos, este tipo de delitos ha alcanzado niveles preocupantes. El 15 de abril de 2025, en un solo día, se 
registraron tres robos a cuentahabientes en Cuernavaca, lo que refleja la frecuencia y la violencia con que operan 

estas bandas delictivas
1
.  

De acuerdo con el Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública (SESNSP) documentó, 

en su informe ñIncidencia Delictiva del fuero com¼n 2025ò, que Morelos, tan s·lo por cuanto al robo a transeúnte en 
vía pública, reunió al menos 402 casos hasta julio del presente año, dentro de los cuales casi 300 fueron cometidos 

con violencia
2
. 

Estos hechos se enmarcan en un contexto de inseguridad generalizada. El Índice de Paz México 2025, 

elaborado por el Instituto para la Economía y la Paz (IEP),  Morelos es considerado el estado más inseguro para vivir 
en todo el país, con una de las tasas de homicidio más altas a nivel nacional, teniendo a los municipios de Cuautla, 

Cuernavaca y Jiutepec entre los municipios con mayores índices en todo el país. Señalando en dicho informe que 
desde 2015 la tasa se ha triplicado básicamente, dejando en claro el grave nivel de inseguridad en que vivimos los 

morelenses día con día.
3
  

                                                      
1
 https://oem.com.mx/elsoldecuernavaca/seguridad/robo-a-cuentahabientes-en-morelos-se-registran-tres-en-menos-de-seis-horas-21160573  

2
 https://www.gob.mx/sesnsp/documentos/cifras-de-incidencia-delictiva  

3
https://static1.squarespace.com/static/5eaa390ddf0dcb548e9dd5da/t/6822e0ed6e1e3b76e9fe0348/1747116310504/MPI-ESP-2025-web.pdf  
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En ese sentido, el INEGI, a través de la Encuesta Nacional de Victimización y Percepción sobre Seguridad 
Pública (ENVIPE 2024), reportó que el 90.1 % de la población en Morelos considera la inseguridad como su principal 
preocupación, superando al promedio nacional 

4
. Estos datos reflejan que la percepción social se encuentra 

directamente vinculada a la constante comisión de delitos de alto impacto, entre ellos, el robo a cuentahabientes. 
Frente a esta problemática, diversas legislaciones locales han establecido agravantes específicas para 

sancionar el robo cometido contra cuentahabientes.  
Por ejemplo:  
El artículo 290, fracción XIX del Código Penal del estado de México prevé de uno a tres años de prisión y multa 

a quien robe a una persona que haya retirado dinero de una institución financiera, así como de tres a cinco años 
adicionales si participa un empleado de la institución bancaria. 

En la Ciudad de México, específicamente en el artículo 224, inciso A), fracción X de su Código Penal vigente, 
se establecen penas de dos a seis años de prisión para el empleado de la institución bancaria o financiera que 
colabore para la realización del robo. 

Mientras que en el Código Penal para el estado libre y soberano de Jalisco se contempla en su artículo 236 
fracción XX como robo calificado cuando se cometa dentro de un establecimiento bancario, en una oficina 
recaudadora Estatal o Municipal, o en otras cuya función esté relacionada con la recepción, manejo y distribución de 
dinero en efectivo o en las inmediaciones de éstos sobre sus usuarios, así como quien proporcionó información de 
retiros en efectivo realizado por cuentahabientes y sea robado, trabaje o preste auxilio directa o indirectamente en el 
establecimiento.  

La Suprema Corte de Justicia de la Nación, al analizar estas figuras, ha establecido criterios que validan su 
constitucionalidad, destacando que no vulneran los principios de igualdad ni de proporcionalidad de las penas. 

Registro digital: 2030505 
Instancia: Suprema Corte de Justicia de la Nación 
Undécima Época 
Materia(s): Penal, Constitucional 
Tesis: 1a./J. 69/2025 (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Tipo: Tesis de Jurisprudencia 
ROBO A CUENTAHABIENTES. LAS SANCIONES PREVISTAS PARA ESTA AGRAVANTE NO VULNERAN 

EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD DE LAS PENAS (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE MÉXICO). 
Hechos: Un hombre retiró dinero en efectivo de una institución financiera y en el trayecto a su oficina fue 

asaltado de forma violenta por dos sujetos, quienes lo despojaron del dinero. Por esos hechos, uno de los imputados 
fue sentenciado en primera y segunda instancia por la comisión del delito de robo agravado. Inconforme, el 
sentenciado promovió un juicio de amparo directo en el que alegó que las sanciones previstas en el artículo 290, 
fracción XIX, párrafo primero, del Código Penal del Estado de México son contrarias al principio de proporcionalidad 
de las penas. El Tribunal Colegiado negó la protección constitucional, por lo que el quejoso interpuso un recurso de 
revisión. Criterio jurídico: La pena adicional de uno a tres años de prisión, prevista en el Código Penal del Estado de 
México, cuando el robo es cometido en contra de cuentahabientes, es razonable para combatir este fenómeno 
delictivo atendiendo a su alta incidencia, que afecta el patrimonio de las personas y genera inseguridad pública. 
Además, tiene correspondencia con las sanciones previstas para el tipo penal básico de robo y otras circunstancias 
agravantes reguladas en el mismo ordenamiento, por lo que no vulnera el principio de proporcionalidad de las penas 
previsto en el artículo 22, párrafo primero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Justificación: 
La agravante prevista en el artículo 290, fracción XIX, primer párrafo, del Código Penal del Estado de México, que 
incrementa las sanciones de uno a tres años de prisión cuando el delito de robo es cometido en contra de 
cuentahabientes, resulta razonable considerando que se trata de una respuesta estatal más intensa de acuerdo con 
el fin que busca la norma, consistente en combatir un fenómeno delictivo de alta incidencia en el país, el cual genera 
perjuicios no sólo al patrimonio de las personas sino también a la seguridad pública en general. Además, el precepto 
examinado establece sanciones que resultan proporcionales en comparación con las restantes penas fijadas para las 
circunstancias agravantes en el delito de robo que afectan esencialmente el patrimonio de las personas, pues sus 
sanciones no son de las más altas. Por encima de ellas se encuentran, por ejemplo, las circunstancias relativas en las 
que se cometa el robo ocasionando la muerte de la víctima, cuando ocurre en casa habitación, o si el robo es 
cometido por miembros de una corporación policíaca, pues ciertamente afectan en mayor medida el bien jurídico; y 
para estas agravantes, las penas van de los dos hasta los setenta años de prisión. Incluso, el legislador equipara las 
sanciones de la agravante examinada con las relativas a que el robo sea cometido en contra de transeúnte en vía 
pública o en espacios abiertos que permiten el acceso al público, pues resultan conductas similares en su forma de 
comisión, lo que refleja un tratamiento congruente en esas sanciones. Además, la agravante en estudio presenta una 
gravedad ligeramente mayor a distintas hipótesis en el delito de robo, por ejemplo, cuando se comete por 
dependientes, anfitriones o trabajadores afectando la confianza de sus patrones, cuyas penas oscilan de tres meses 
a tres años de prisión, lo que es razonable porque la agravante que nos ocupa afecta de manera más importante el 
bien jurídico. En ese sentido, esta Primera Sala considera que las sanciones establecidas en el precepto examinado 
no transgreden el principio de proporcionalidad de las penas a que se refiere el artículo 22 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos.  

                                                      
4
 https://www.inegi.org.mx/programas/envipe/2024/   
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En este sentido, resulta indispensable que el Código Penal del Estado de Morelos se armonice con las 
disposiciones ya existentes en otras entidades, estableciendo una agravante clara y específica en los casos en que 
trabajadores bancarios faciliten o participen en la comisión del robo en contra de cuentahabientes. 

La propuesta busca cerrar la brecha de impunidad en la legislación local y generar un marco normativo que 
desaliente tanto a la delincuencia organizada como a empleados desleales de incurrir en estas conductas, 
garantizando con ello mayor seguridad a los usuarios de las instituciones financieras en Morelosò. 

La iniciativa presentada por el Diputado Sergio Omar Livera Chavarría, se fundamenta en la siguiente 
exposición de motivos: 

Una de las conductas típicas y antijurídicas que más lesionan a las personas en es sin duda alguna el robo. 
Este delito, descrito como una conducta que se genera por quien se apodere de una cosa mueble ajena con ánimo de 
dominio sin consentimiento de quien pueda otorgarlo conforme a la ley. 

Sin embargo, hemos tenido conocimiento que cada ocasión que una persona acude a una institución pública, o 
bien a alguna institución financiera o bancaria, ya sea en el cajero automático o bien dentro de las instalaciones de la 
propia instalación de la institución, al salir, esa persona es asaltada, es decir, se le priva de los bienes que recien 
acaba de retirar, lo que genera indignación y deja en total estado de indefensión a quienes se perjudica con este tipo 
de acciones nocivas para la sociedad, siendo considerado uno de los delitos de alto impacto más común. 

No existen estadísticas específicas sobre robos a cuentahabientes en Morelos, pero datos generales de 
seguridad muestran que Morelos tiene una tasa de 8,118 robos o asaltos en calle o transporte público por cada millón 
de habitantes en 2023, según la Encuesta Nacional de Victimización y Percepción de la Seguridad (ENVIPE) del 
INEGI. No obstante, lo anterior, es cotidiano leer en diversos medios de comunicación sobre los robos que sufren las 
personas que acuden a retirar dinero a las instituciones bancarias o bien a sus cajeros automáticos, por lo que es un 
problema que tiene que resolverse no solo con la normatividad, sino también con acciones de prevención que 
otorguen tranquilidad a la sociedad. 

Es por ello que del análisis realizado a la normativa que nos rige en esta materia, se advierte que si bien en el 
artículo 176 en su fracción VI del código sustantivo penal de nuestro estado, establece como calificativa, el robo en 
contra de cualquier institución financiera u oficina, determina también esa calificativa en contra de las personas que 
que tienen bajo su cuidado dicho bienes o de los clientes que acudan a retirar, sin embargo se considera que la 
garantía de legalidad en su vertiente de taxatividad, debe de permear en la correcta redacción de esta calificativa, con 
la finalidad de que el juzgador tenga los elementos necesarios, objetivos y suficientes para que al realizar el análisis 
que corresponda aplique esta calificativa al sujeto activo del delito; aunado a que este iniciador considera que 
actualmente no se contempla de forma clara a los empleados de dichas instituciones financieras o bancarias, si es 
que ellos forman parte de asociaciones delictivas que perjudican a los clientes, privándoles de sus recursos 
económicos, por lo que también esta iniciativa proponer contemplar a los mismos, y con ello evitar que por una mala 
redacción se excluya de la responsabilidad de éstos en los robos a cuentahabientes. 

Se considera importante determinar que la propuesta legislativa se basa además en establecer como adición 
que cuando una vez que se haya retirado dinero en efectivo de una institución bancaria, financiera o de sus equipos, 
el robo se cometa en contra de la persona que lo porta, custodie o transporte dentro del lugar de retiro o en el camino 
de este último a su destino inmediato, siendo de vital importancia esto que se menciona porque el robo no solamente 
se comete saliendo de las instituciones financieras o bancarias, sino cuando también se hace uso de sus equipos, 
conocidos como cajeros automáticos los cuales no necesariamente están ubicados en las mismas instalaciones de 
estas instituciones, sino que éstos equipos pueden estar dentro de oficinas públicas, hospitales, escuelas, 
gasolineras, supermercados, etc.  

Con ello se pretende abarcar una amplia gama de conductas y finalmente por lo que hace a la redacción de la 
frase ñéen el camino de este ¼ltimo a su destino inmediatoéò, se hace mención que esta frase ha sido plenamente 
analizada por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la cual sostuvo que esta porción normativa no es ambigua ni 
permite una aplicación arbitraria, por lo que es acorde al principio de exacta aplicación de la ley penal ðtaxatividadð, 
ya que el concepto ñdestino inmediatoò no es de dif²cil comprensi·n, pues se refiere al camino o trayecto de la 
persona que sufre el robo, desde que ha retirado el dinero y hasta el primer sitio al que se dirige, lo cual no requiere 
de interpretaciones especiales, ni permite un abuso en su aplicación. 

Por ello es que considero, debemos tomar en consideración que nuestro máximo tribunal, ha resuelto que las 
agravantes realizadas por el legislador del Estado de México, son constitucionales, en tal sentido, es que se propone 
ante dicho aval constitucional, deben preverse estas agravantes o calificativas en nuestra entidad federativa, con la 
finalidad de que quien delinque desplegando este tipo de conductas, sea juzgado conforme a la normatividad que se 
sirva aprobar este Pleno Legislativo. 

Al respecto, cito el antecedente antes mencionado: 
Registro digital: 2030505 
Instancia: Primera Sala 
Undécima Época 
Materia(s): Penal, Constitucional 
Tesis: 1a./J. 69/2025 (11a.) 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. 

Libro 50, Junio de 2025, Tomo I, Volumen 1, página 1020 
Tipo: Jurisprudencia 
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ROBO A CUENTAHABIENTES. LAS SANCIONES PREVISTAS PARA ESTA AGRAVANTE NO VULNERAN 

EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD DE LAS PENAS (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE MÉXICO). 

Hechos: Un hombre retiró dinero en efectivo de una institución financiera, y en el trayecto a su oficina fue 

asaltado de forma violenta por dos sujetos, quienes lo despojaron del dinero. Por esos hechos, uno de los imputados 

fue sentenciado en primera y segunda instancia por la comisión del delito de robo agravado. Inconforme, el 

sentenciado promovió un juicio de amparo directo en el que alegó que las sanciones previstas en el artículo 290, 

fracción XIX, párrafo primero, del Código Penal del Estado de México son contrarias al principio de proporcionalidad 

de las penas. El Tribunal Colegiado negó la protección constitucional, por lo que el quejoso interpuso un recurso de 

revisión. 

Criterio jurídico: La pena adicional de uno a tres años de prisión, prevista en el Código Penal del Estado de 

México, cuando el robo es cometido en contra de cuentahabientes, es razonable para combatir este fenómeno 

delictivo atendiendo a su alta incidencia, que afecta el patrimonio de las personas y genera inseguridad pública. 

Además, tiene correspondencia con las sanciones previstas para el tipo penal básico de robo y otras circunstancias 

agravantes reguladas en el mismo ordenamiento, por lo que no vulnera el principio de proporcionalidad de las penas 

previsto en el artículo 22, párrafo primero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Justificación: La agravante prevista en el artículo 290, fracción XIX, primer párrafo, del Código Penal del Estado 

de México, que incrementa las sanciones de uno a tres años de prisión cuando el delito de robo es cometido en 

contra de cuentahabientes, resulta razonable, considerando que se trata de una respuesta estatal más intensa de 

acuerdo con el fin que busca la norma, consistente en combatir un fenómeno delictivo de alta incidencia en el país, el 

cual genera perjuicios no sólo al patrimonio de las personas sino también a la seguridad pública en general. 

Además, el precepto examinado establece sanciones que resultan proporcionales en comparación con las 

restantes penas fijadas para las circunstancias agravantes en el delito de robo que afectan esencialmente el 

patrimonio de las personas, pues sus sanciones no son de las más altas. Por encima de ellas se encuentran, por 

ejemplo, las circunstancias relativas en las que se cometa el robo ocasionando la muerte de la víctima, cuando ocurre 

en casa habitación, o si el robo es cometido por miembros de una corporación policíaca, pues ciertamente afectan en 

mayor medida el bien jurídico, y para estas agravantes las penas van de los dos hasta los setenta años de prisión. 

Incluso, el legislador equipara las sanciones de la agravante examinada con las relativas a que el robo sea 

cometido en contra de transeúnte en vía pública o en espacios abiertos que permiten el acceso al público, pues 

resultan conductas similares en su forma de comisión, lo que refleja un tratamiento congruente en esas sanciones. 

Además, la agravante en estudio presenta una gravedad ligeramente mayor a distintas hipótesis en el delito de 

robo, por ejemplo, cuando se comete por dependientes, anfitriones o trabajadores afectando la confianza de sus 

patrones, cuyas penas oscilan de tres meses a tres años de prisión, lo que es razonable porque la agravante que nos 

ocupa afecta de manera más importante el bien jurídico. 

En ese sentido, esta Primera Sala considera que las sanciones establecidas en el precepto examinado no 

transgreden el principio de proporcionalidad de las penas a que se refiere el artículo 22 de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos. 

IV.- VALORACIÓN DE LAS INICIATIVAS  

Con fundamento en las potestades establecidas en el artículo 60 fracción III, de la Ley Orgánica para el 

Congreso del Estado de Morelos, correlacionada con los artículos 51, 54, 55 y 57 del Reglamento para el Congreso 

del Estado de Morelos, los integrantes de la Comisión Legislativa encomendada de este asunto, procedimos al 

estudio y análisis de las iniciativas presentadas.  

De acuerdo con el Instituto Nacional de Estadística y Geografía, entre 2010 y 2024, la incidencia del delito en 

Morelos ha aumentado un 50%, mientras que para inicios de este 2025, más del 90% de los morelenses se sienten 

inseguros en esta entidad federativa.
5
 

Cabe señalar, que la seguridad de los usuarios de instituciones financieras y el dinero que retiran o que 

pretenden depositar está protegido mientras se encuentran dentro, el problema surge una vez que abandonan las 

instalaciones. 

Al respecto, el Poder Judicial de la Federación estableció el siguiente criterio: 

RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL. CUANDO SE DEMANDE DEBIDO AL ROBO EN UNA 

SUCURSAL DE UN BANCO, CORRESPONDE A LA INSTITUCIÓN BANCARIA PROBAR QUE CUMPLIÓ CON LOS 

DEBERES LEGALES A SU CARGO PARA GARANTIZAR LA SEGURIDAD FÍSICA Y PATRIMONIAL DE LOS 

USUARIOS. 

Hechos: Una persona demandó en un juicio mercantil a una institución bancaria la reparación de un daño 

material. Le atribuyó responsabilidad civil extracontractual subjetiva por la falta de seguridad en sus instalaciones, 

pues fue víctima de robo a mano armada al intentar efectuar un depósito en una de las ventanillas de la sucursal. El 

Juez absolvió a la demandada. El actor interpuso apelación, en donde la Sala revocó y condenó a la demandada. La 

demandada promovió juicio de amparo directo. 

                                                      
5
 https://www.inegi.org.mx/temas/percepcion/ 
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Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que cuando se demande la responsabilidad civil 
extracontractual subjetiva por daño material debido a un robo suscitado en una sucursal de un banco, corresponde a 
la institución bancaria probar que cumplió con los deberes legales a su cargo para garantizar la seguridad física y 
patrimonial de los usuarios. 

Justificación: De los artículos 6o., 77 y 96 de la Ley de Instituciones de Crédito, 338, 339, 341 a 343 y 353 de 
las Disposiciones de Carácter General Aplicables a las Instituciones de Crédito emitidas por la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores, se advierte que las instituciones de crédito prestarán sus servicios atendiendo a normas que 
propicien la seguridad de las operaciones, por lo que deben implementar en sus oficinas bancarias medidas básicas 
de seguridad y protección para la integridad y patrimonio del público usuario. Por ejemplo, deben contar con una 
Unidad Especializada de Seguridad y Protección; normativa sobre métodos y límites en el manejo de efectivo; 
procesos de coordinación operativa con los cuerpos de seguridad pública; sistemas de grabación de imágenes y el 
envío de éstas a la Central de Alarmas; sistema de alarmas respecto de asalto; y mecanismos para evitar cualquier 
medio de comunicación móvil dentro de las sucursales. Ahora bien, en atención a la dificultad de la persona actora en 
el juicio para probar un hecho negativo, consistente en que la institución bancaria no cumplió con esos deberes 
legales, así como al postulado de facilidad de aportación probatoria, se considera que corresponde a dicha institución 
la carga de probar que cumplió con esos deberes. Representaría para el usuario un obstáculo que, debido a la 
tecnicidad de esos mecanismos, sea quien demostrara ese no cumplimiento a dichos deberes, siendo que la 
institución bancaria cuenta con la infraestructura, dispositivos y mecanismos necesarios para generar la evidencia 
presentada ante los órganos jurisdiccionales. 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER CIRCUITO. 
Registro digital: 2028848  
Undécima Época 
Materia(s): Civil 
Tesis: III.4o.C.11 C (11a.) 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación. 
Publicación: Viernes 24 de mayo de 2024 10:29 horas 
En ese sentido, los Congresos de Puebla y Morelos, preocupados por el aumento de los robos a 

cuentahabientes, están planteando sancionar a los empleados bancarios que auxilien a los delincuentes informado de 
retiros de efectivo cuantiosos para asaltarlos saliendo de la institución financiera. 

Como plantea en su iniciativa la Diputada Luz Dary Quevedo Maldonado ñDe acuerdo con el Secretariado 
Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad P¼blica (SESNSP) document·, en su informe ñIncidencia Delictiva del 
fuero com¼n 2025ò, que Morelos, tan s·lo por cuanto al robo a transe¼nte en v²a p¼blica, reunió al menos 402 casos 
hasta julio del presente a¶o, dentro de los cuales casi 300 fueron cometidos con violencia.ò 

Mientras que ambos iniciadores sustentaron sus propuestas en el siguiente criterio obligatorio del Poder 
Judicial de la Federación, de los cuales plasmaron los datos de registro: 

ñROBO A CUENTAHABIENTES. LAS SANCIONES PREVISTAS PARA ESTA AGRAVANTE NO VULNERAN 
EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD DE LAS PENAS (LEGISLACIčN DEL ESTADO DE M£XICO).ò 

Para mayor claridad, a continuación, se presenta el cuadro comparativo con la propuesta de reforma 
presentada por ambos Legisladores: 

CčDIGO PENAL PARA EL ESTADO DE MORELOS 

TEXTO ACTUAL TEXTO PROPUESTO POR LA DIPUTADA LUZ DARY QUEVEDO 
MALDONADO 

ARTÍCULO *176.- En los casos de robo se 
atenderá, asimismo a lo previsto en las 
siguientes calificativas: 
 A).- Se aumentarán hasta las dos terceras 
partes las sanciones previstas en los artículos 
anteriores cuando el robo se realice: 
 I a V. é 
VI. En contra de cualquier oficina o institución 
financiera en que se conservan caudales o 
valores, en contra de las personas que tienen 
aquéllos bajo su cuidado o los clientes que 
hayan acudido a retirarlos en las mismas o en 
cajeros automáticos; en las inmediaciones de 
éstos o inmediatamente después de su salida 
de los mismos; 
VII. é 
 

ARTÍCULO *176.- En los casos de robo se atenderá, asimismo a 
lo previsto en las siguientes calificativas: 
 A).- Se aumentarán hasta las dos terceras partes las sanciones 
previstas en los artículos anteriores cuando el robo se realice: 
 I a Véé 
VI. En contra de cualquier oficina, institución financiera, 
recaudadora Estatal o Municipal, o en otras cuya función esté 
relacionada con la recepción, manejo y distribución de caudales o 
valores, en contra de las personas que tienen a aquéllos bajo su 
cuidado o los clientes que hayan acudido a retirarlos en las 
mismas o en cajeros automáticos; en las inmediaciones de estos o 
inmediatamente después de su salida de los mismos; 
Se aplicará la misma pena al que siendo empleado de los mismos 
proporcione información de retiros en efectivo realizado por 
cuentahabientes, trabaje o preste auxilio directa o indirectamente 
en el establecimiento. 
VIIéé. 
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TEXTO VIGENTE TEXTO PROPUESTO POR EL DIPUTADO SERGIO OMAR 

LIVERA CHAVARRÍA 

ARTÍCULO 176.- En los casos de robo se 

atenderá, asimismo a lo previsto en las 

siguientes calificativas: 

VI. En contra de cualquier oficina o institución 

financiera en que se conservan caudales o 

valores, en contra de las personas que tienen 

aquéllos bajo su cuidado o los clientes que 

hayan acudido a retirarlos en las mismas o en 

cajeros automáticos; en las inmediaciones de 

éstos o inmediatamente después de su salida 

de los mismos; 

 

ARTÍCULO 176.- En los casos de robo se atenderá, asimismo a lo 

previsto en las siguientes calificativas: 

VI. En contra de cualquier oficina pública,  institución financiera o 

bancaria en que se conservan caudales o valores, en contra de las 

personas que tienen aquéllos bajo su cuidado o cuando una vez 

que se haya retirado dinero en efectivo de una institución bancaria, 

financiera o de sus equipos, el robo se cometa en contra de la 

persona que lo porta, custodie o transporte dentro del lugar de 

retiro o en el camino de este último a su destino inmediato. 

Misma situación deberá considerarse para el que siendo empleado 

de una institución financiera o bancaria participe en la comisión de 

este delito. 

Si en la ejecución de este delito se utiliza algún tipo de violencia, 

además de lo previsto en el párrafo anterior, se tomará en cuenta 

lo previsto en la fracción I de este artículo. 

Por lo tanto, las diputadas y diputados integrantes de esta comisión legislativa, determinamos la procedencia 

de las propuestas contenidas en ambas iniciativas, fusionándolas para una mejor comprensión y técnica legislativa. 

V.- IMPACTO PRESUPUESTAL.  

De conformidad con lo previsto en la reforma al artículo 43 de la Constitución Local, mediante la publicación del 

Decreto número mil ochocientos treinta y nueve, por el que se reforman diversas disposiciones de la Constitución 

Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, en el Peri·dico Oficial ñTierra y Libertadò, n¼mero 5487, el 07 de 

abril de 2017, en el que se estableció que las Comisiones encargadas del estudio de las iniciativas, en la elaboración 

de los dictámenes con proyecto de ley o decreto, incluirán la estimación sobre el impacto presupuestario del mismo, 

debe estimarse que dicha disposición deviene del contenido del artículo 16 de la Ley de Disciplina Financiera de las 

Entidades Federativas y los Municipios, que tiene como objetivos el incentivar la responsabilidad hacendaria y 

financiera para promover una gestión responsable y sostenible de las finanzas públicas y fomentar su estabilidad, con 

política de gasto con planeación desde la entrada en vigor de la legislación para no ejercer gasto que no se 

contemple en el presupuesto, mediante la contención del crecimiento del gasto en servicios personales, consolidando 

el gasto eficiente que limite el crecimiento del gasto de nómina.  

Con base en lo antes manifestado, la presente comisión dictaminadora, considera que las propuestas de 

adición legal no generan ningún impacto presupuestal en las finanzas estatales o municipales.  

VI.- MODIFICACIÓN DE LA INICIATIVA. 

Con fundamento en la fracción III, del artículo 106, del Reglamento para el Congreso del Estado de Morelos y 

por analogía de aplicación específica a la competencia constitucional local es aplicable mutatis mutandis la Tesis de 

jurisprudencia de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, tomo XXXIII-abril de 2011, página 228, de rubro siguiente: PROCESO LEGISLATIVO. LAS 

CÁMARAS QUE INTEGRAN EL CONGRESO DE LA UNIÓN TIENEN LA FACULTAD PLENA DE APROBAR, 

RECHAZAR, MODIFICAR O ADICIONAR EL PROYECTO DE LEY O DECRETO, INDEPENDIENTEMENTE DEL 

SENTIDO EN EL QUE SE HUBIERE PRESENTADO ORIGINALMENTE LA INICIATIVA CORRESPONDIENTE. 

Esta Comisión de Puntos Constitucionales y Legislación, determina que, para efectos de una mejor técnica 

legislativa y congruencia normativa, se complemente el texto final con ambas propuestas. 
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VII.- CONCLUSIONES 

En mérito de lo anterior y derivado de un análisis, investigación y estudio jurídico, así como por haber agotado 

una discusión al interior de esta Comisión Legislativa, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 53, 55, 59 

numeral 1 y 60 fracción III, todos de la Ley Orgánica; 51, 54, 104 y 106, del Reglamento, ambos ordenamientos para 

el Congreso del Estado de Morelos y derivado de la valoración tanto en lo general como en lo particular, se aprueba 

en sus términos el dictamen en SENTIDO POSITIVOéò 

Por lo anteriormente expuesto y fundado la LVI Legislatura del Congreso del Estado, ha tenido a bien expedir el 

siguiente: 

DECRETO MIL CIENTO TREINTA Y OCHO 

POR EL QUE SE REFORMA LA FRACCIÓN VI DEL INCISO A) DEL ARTÍCULO 176 DEL CÓDIGO PENAL PARA 

EL ESTADO DE MORELOS 

ARTÍCULO ÚNICO: Se reforma la fracción VI del inciso a) del artículo 176 del Código Penal para el Estado de 

Morelos, para quedar como sigue: 

ARTÍCULO 176.- é 

A). é 

I. a V. é 

VI. En contra de cualquier oficina pública, institución financiera, bancaria, recaudadora Estatal o Municipal, o en 

otras cuya función esté relacionada con la recepción, manejo y distribución de caudales o valores, en contra de las 

personas que tienen a aquéllos bajo su cuidado o los clientes que hayan acudido a retirarlos en las mismas o en 

cajeros automáticos; en las inmediaciones de estos o inmediatamente después de su salida de estos hasta su destino 

inmediato; 

Se aplicará la misma pena al que, siendo empleado de los mismos, proporcione información de retiros en 

efectivo realizado por cuentahabientes, trabaje o preste auxilio directa o indirectamente en el establecimiento. 

Si en la ejecución de este delito se utiliza algún tipo de violencia, se tomará en cuenta lo previsto en la fracción 

I de este artículo.  

VIl. a XVI. ... 

B) ... 

C). é  

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

PRIMERA. Remítase el presente Decreto a la Persona Titular del Poder Ejecutivo del Estado, para su 

promulgación y publicación respectiva de conformidad con los artículos 44, 47 y 70 fracción XVII, incisos a) y c) de la 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos. 

SEGUNDA. El presente Decreto iniciará su vigencia al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial 

ñTierra y Libertadò, ·rgano de difusi·n de Gobierno del Estado. 

TERCERA. El presente Decreto deroga todas las disposiciones legales de igual o menor rango, que se 

opongan o contradigan a este. 

Poder Legislativo del Estado de Morelos, Sesión Ordinaria de Pleno del once de marzo de dos mil veintiséis. 

Diputada y diputados integrantes de la Mesa Directiva del Congreso del Estado de Morelos. Dip. Isaac Pimentel 

Mejía, presidente. Dip. Guillermina Maya Rendón, secretaria. Dip. Alberto Sánchez Ortega, secretario. Rúbricas. 

Por tanto, mando se imprima, publique, circule y se le dé el debido cumplimiento. Dado en la residencia del 

Poder Ejecutivo, Palacio de Gobierno, en la ciudad de Cuernavaca, capital del estado de Morelos, a los seis días del 

mes de abril del dos mil veintiséis. 

ñSUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCIčNò 

GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO 

LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS 

MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN  

SECRETARIO DE GOBIERNO 

EDGAR ANTONIO MALDONADO CEBALLOS 

RÚBRICAS.
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Al margen superior izquierdo un escudo del estado de Morelos que dice: ñTIERRA Y LIBERTADò. LA TIERRA 
VOLVERÁ A QUIENES LA TRABAJAN CON SUS MANOS.- y un logotipo que dice: MORELOS.- LA TIERRA QUE 
NOS UNE.- GOBIERNO DEL ESTADO 2024-2030. 

MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN, GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO LIBRE Y 
SOBERANO DE MORELOS A SUS HABITANTES SABED:  

La Quincuagésima Sexta Legislatura del Congreso del Estado Libre y Soberano de Morelos, en ejercicio de la 
facultad que le otorga la fracción II del artículo 40 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, 
aprobó al tenor de lo siguiente: 

Los integrantes de Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y Legislación; y Fortalecimiento Municipal, 
Desarrollo Regional, Pueblos y Comunidades Indígenas y Afromexicanas del Congreso del Estado de Morelos, 
presentaron a consideración del Pleno, el dictamen con proyecto de decreto POR EL CUAL SE ADICIONA EL 
ARTÍCULO 124 TER, AL CAPÍTULO I DEL TÍTULO SÉPTIMO DE LA LEY ORGÁNICA MUNICIPAL DEL ESTADO 
DE MORELOS, en los siguientes términos: 

ñI.- ANTECEDENTES. 
1.- En Sesión Ordinaria del Pleno de la LVI Legislatura, que tuvo verificativo el día 04 de septiembre de 2025, 

se presentó la Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se adiciona un párrafo segundo al artículo 126 de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, así como se adiciona un Capítulo I Bis al Título 
Séptimo de la Ley Orgánica Municipal del Estado de Morelos, así como los artículos 124 Ter, 124, Quáter, 124 
Quinquies, 124 Sexies y 124 Septies. 

2.- La iniciativa en mención fue presentada por la Diputada Martha Melissa Montes de Oca Montoya de la 
Fracción Parlamentaria del Partido Movimiento de Regeneración Nacional (Morena) e integrante de la Quincuagésima 
Sexta Legislatura del Congreso del Estado de Morelos. 

3.- En consecuencia, de lo anterior, y toda vez que la iniciativa fue debidamente registrada, el Diputado 
Presidente de la Mesa Directiva de la LVI Legislatura del Congreso del Estado, Isaac Pimentel Mejía, ordenó sea 
turnada en Comisiones Unidas, a la Diputada Martha Melissa Montes de Oca Montoya, Presidenta de la Comisión de 
Puntos Constitucionales y Legislación, así como a la Diputada Guillermina Maya Rendón, Presidenta de la Comisión 
de Fortalecimiento Municipal, Desarrollo Regional, Pueblos y Comunidades Indígenas y Afromexicanas, por medio del 
oficio SSLyP/DPyTL/AÑO2/P.O.1/941/25 para su análisis y dictamen correspondiente. 

4.- En reunión ordinaria de estas Comisiones Legislativas llevada a cabo el día 12 de noviembre de 2025 y 
existiendo el quórum legal establecido en la normatividad interna del Congreso del Estado, las diputadas y diputados 
integrantes de estas comisiones, después de analizar y discutir la iniciativa de mérito y realizar la valoración 
respectiva aprobamos el dictamen en SENTIDO PARCIALMENTE POSITIVO. 

II. MATERIA DE LA INICIATIVA. 
Esta iniciativa tiene como finalidad establecer mecanismos de responsabilidad municipal para mantener en 

buen estado las vialidades municipales, así como de establecer el derecho de indemnización a la ciudadanía cuando 
sus bienes o derechos sean dañados a causa del mal estado de las vialidades. 

Propone reformar el artículo 126 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, para 
establecer la obligación de los ayuntamientos de reparar el daño patrimonial causado a los particulares por el mal 
estado de la infraestructura vial municipal; y adicionar un capítulo en la Ley Orgánica Municipal del Estado de 
Morelos, en el que se regulan los requisitos y procedimientos claros para que los ciudadanos afectados puedan 
acceder a esa reparación.  

III. CONTENIDO DE LA INICIATIVA. 
Dentro del cuerpo de la iniciativa en estudio, por lo que respecta al apartado de ñExposici·n de motivosò, la 

diputada iniciadora, se fundamenta en la siguiente argumentación: 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

En el estado de Morelos, la conservación y el mantenimiento de la infraestructura vial urbana representan no 
sólo una responsabilidad legal atribuida a los municipios por mandato constitucional y legal, sino también una 
exigencia social apremiante que incide directamente en la calidad de vida de sus habitantes. Las calles, avenidas y 
caminos locales constituyen el entramado físico que permite la movilidad, el desarrollo comercial, el acceso a los 
servicios públicos y la integración territorial de las comunidades. En este contexto, las condiciones en que se 
encuentra la carpeta asfáltica de las vialidades morelenses son un indicador visible del cumplimiento ðo 
incumplimientoð de las funciones esenciales del gobierno municipal. 

Sin embargo, resulta evidente que, en diversas demarcaciones del estado, se ha vuelto una constante la 
presencia de baches de dimensiones considerables y deterioro progresivo del pavimento, especialmente en zonas 
con alto flujo vehicular o con exposición frecuente a lluvias. Esta situación, que a menudo se prolonga por meses sin 
intervención efectiva, genera una multiplicidad de consecuencias: daña el patrimonio de los ciudadanos al afectar sus 
vehículos, incrementa el riesgo de accidentes, entorpece la circulación, afecta al transporte público, y en muchos 
casos obstaculiza servicios de emergencia o asistencia médica. Además, dicho deterioro impacta negativamente en 
la percepción ciudadana sobre la capacidad institucional para responder a las necesidades más básicas de la 
población. 
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Lo más grave es que, en no pocos casos, el deterioro acelerado de las vialidades obedece no únicamente al 

uso prolongado o a factores naturales, sino a fallas estructurales en la ejecución de las obras públicas. Ya sea por la 

utilización de materiales que no cumplen con las normas técnicas, por una ejecución deficiente, por falta de 

supervisión o incluso por actos de corrupción, lo cierto es que persiste una debilidad institucional en la forma en que 

se gestiona la infraestructura urbana, particularmente en lo relativo a su calidad y durabilidad. 

Conforme al principio de municipio libre, consagrado en el artículo 115 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, los municipios constituyen la base de la división territorial y de la organización política y 

administrativa de los estados, siendo órganos de gobierno con autonomía para manejar su hacienda, su normatividad 

reglamentaria y la administración de los servicios públicos que les son encomendados. Esta autonomía no sólo es de 

carácter político, sino también funcional, y se encuentra estrechamente vinculada con la obligación de brindar 

servicios públicos esenciales que garanticen condiciones mínimas de habitabilidad, seguridad y bienestar a sus 

habitantes. 

De manera específica, el artículo 115, fracción III, inciso g), establece de forma clara e inequívoca que 

corresponde a los municipios la prestaci·n y gesti·n de los servicios p¼blicos relativos a ñcalles, parques y jardines y 

su equipamientoò. Esta disposici·n constitucional impone un mandato directo e irrenunciable a los ayuntamientos 

para asumir la responsabilidad integral sobre el diseño, construcción, mantenimiento, conservación y reparación de la 

infraestructura vial urbana dentro de sus demarcaciones territoriales. En tal sentido, las calles no sólo constituyen 

espacios de tránsito, sino bienes de uso común cuya seguridad, funcionalidad y calidad deben ser garantizadas de 

manera permanente por las autoridades municipales. 

El cumplimiento de esta obligación no puede entenderse como un acto discrecional ni condicionado a la 

disponibilidad presupuestal, sino como una competencia constitucional expresa cuya omisión, abandono o ejecución 

deficiente puede implicar una violación a derechos fundamentales, como el derecho a la movilidad segura, al libre 

tránsito, e incluso al derecho de propiedad, cuando los daños derivados del mal estado de las vialidades afectan 

directamente el patrimonio de las personas. 

Por ello, cuando un municipio incurre en negligencia al permitir el deterioro de sus calles ðpor ejemplo, al no 

reparar baches notorios o no supervisar que las obras de pavimentación cumplan con la normativa aplicableð está 

incumpliendo un deber constitucional, lo que puede constituir una actividad administrativa irregular en términos del 

artículo 113 de la misma Constitución, generando responsabilidad patrimonial del Estado y el deber de reparar los 

daños ocasionados a los particulares. 

La Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos establece, en su artículo 126, una obligación 

de carácter imperativo para los ayuntamientos, al disponer que deben asumir el deber ineludible de conservar, 

rehabilitar y mejorar los caminos carreteros que se encuentren dentro de su respectivo ámbito territorial. Asimismo, se 

les encomienda la apertura de nuevas vías que faciliten las conexiones vecinales, así como la supervisión del buen 

estado de las líneas telegráficas y telefónicas que cruzan por su jurisdicción. Esta disposición no representa una 

simple directriz orientativa o una atribución que los municipios puedan ejercer de manera discrecional, sino que 

configura un mandato constitucional directo, dotado de fuerza jurídica vinculante, que los obliga a garantizar el 

adecuado funcionamiento de la infraestructura de comunicación terrestre como parte de sus funciones esenciales. 

Interpretando el contenido de esta norma en el marco de una lectura sistemática y teleológica, es posible 

advertir que la función de los gobiernos municipales en la conservación de las vías de comunicación locales no puede 

limitarse a la mera construcción de caminos, sino que debe extenderse a su mantenimiento continuo y a la mejora 

progresiva de sus condiciones físicas. Este mandato presupone una actitud activa y permanente por parte de las 

autoridades locales, orientada a garantizar que las calles, carreteras y caminos bajo su administración se encuentren 

en condiciones estructurales adecuadas que permitan su uso seguro, eficiente y digno por parte de la ciudadanía. La 

expresi·n normativa contenida en dicha disposici·n no deja lugar a dudas: el verbo ñobligarò presupone una acci·n 

impostergable, lo cual implica que cualquier deterioro sustancial en las vialidades ðcomo ocurre con la formación de 

baches, hundimientos o desprendimientos del pavimentoð debe ser atendido de forma inmediata, sin excusas 

administrativas ni dilaciones presupuestales. 

La realidad que enfrentan diversos municipios del estado, sin embargo, revela que en muchos casos esta 

responsabilidad constitucional ha sido soslayada o ejecutada de forma deficiente. El progresivo deterioro de la 

carpeta asfáltica en múltiples vialidades ðmanifestado especialmente en la proliferación de baches de gran 

profundidad o extensiónð no puede explicarse exclusivamente como consecuencia del desgaste natural o de 

factores climáticos, sino que suele estar asociado a fallas técnicas, omisiones operativas o incluso actos de 

negligencia institucional en la ejecución y supervisión de las obras públicas. Este incumplimiento de la función de 

conservación vial no es meramente operativo; constituye, en sentido estricto, una infracción constitucional al deber 

impuesto por el artículo 126, que compromete no sólo la eficacia administrativa, sino también la legalidad de los actos 

u omisiones de los servidores públicos responsables. 
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La falta de atención oportuna a estas condiciones representa una amenaza directa a los derechos de las 

personas, en particular al derecho a la movilidad segura y al resguardo del patrimonio individual, cuando los daños 

materiales sufridos por vehículos o personas derivan directamente de un estado deficiente de las vías públicas. 

Desde esta perspectiva, el actuar omisivo de las autoridades municipales puede ser considerado como una actividad 

administrativa irregular, generadora de responsabilidad objetiva del Estado en términos del artículo 113 de la 

Constitución Federal, dando lugar al deber de reparar integralmente los daños ocasionados. 

Por otra parte, la problemática de las inundaciones representa uno de los retos más apremiantes en la gestión 

municipal, particularmente en zonas urbanas y rurales donde la infraestructura pluvial y vial no siempre cuenta con el 

mantenimiento adecuado o con la capacidad técnica suficiente para enfrentar eventos hidrometeorológicos extremos. 

Las consecuencias de estas inundaciones no sólo afectan la movilidad y el tránsito seguro de las personas, sino que 

también generan daños materiales considerables en la infraestructura pública y en el patrimonio privado de los 

ciudadanos, como vehículos, viviendas y bienes diversos. 

El fenómeno recurrente de acumulación de agua en calles y caminos debido a deficiencias en los sistemas de 

drenaje, obstrucciones, falta de mantenimiento o insuficiencia en el diseño de la infraestructura, ocasiona perjuicios 

directos a la población, quienes en muchas ocasiones deben enfrentar interrupciones en sus actividades cotidianas, 

riesgos para su seguridad y pérdidas económicas derivadas de daños materiales o la imposibilidad de trasladarse. 

En este contexto, resulta indispensable que los Ayuntamientos asuman con rigor y prontitud la obligación de 

implementar medidas inmediatas para la atención de estas afectaciones, garantizando la mitigación rápida de riesgos 

y la restauración efectiva de la funcionalidad vial. Esta responsabilidad no debe ser considerada como un acto 

voluntario o discrecional, sino como un deber constitucional y legal que contribuye a preservar la seguridad pública, la 

integridad física de las personas y la protección del patrimonio municipal y particular. 

Por ello, la presente iniciativa propone establecer plazos claros y procedimientos ágiles para la atención de 

daños por inundaciones en la infraestructura vial municipal, a fin de fortalecer la capacidad de respuesta institucional 

ante emergencias hidrometeorológicas y prevenir daños mayores. De igual forma, se contempla que estas 

disposiciones permitan a los ciudadanos acceder a mecanismos efectivos de reparación y compensación patrimonial 

cuando resulten afectados por la insuficiente atención municipal. 

Municipios como Puente de Ixtla,
1
 Miacatlán, Emiliano Zapata y Cuautla han reportado decenas de viviendas 

anegadas, pérdida de pertenencias y, en algunos casos, evacuaciones forzadas debido a intensas lluvias. Además, la 

Coordinación Estatal de Protección Civil
2
 ha identificado 158 zonas de riesgo de inundación o deslave en la entidad, 

distribuidas a lo largo de 140.68 kilómetros de cauce.
3
 

Esta regulación busca no sólo fomentar una gestión municipal más eficiente y responsable, sino también 

brindar certeza jurídica a la ciudadanía, promover la transparencia en el manejo de recursos públicos y consolidar un 

sistema integral de protección ante riesgos naturales, en consonancia con los principios constitucionales que rigen la 

administración pública en el Estado de Morelos. 

Por su parte, la ciudad de Cuernavaca enfrenta un problema crónico de baches
4
 en sus calles, lo que 

representa un riesgo constante para la seguridad de peatones y conductores. Vecinos de colonias como Las Granjas, 

Vicente Guerrero y Amatitlán han denunciado la presencia de baches de diversos tamaños y profundidades, 

exigiendo al municipio una respuesta más efectiva. 

Las inundaciones y los baches afectan gravemente la movilidad urbana, causando congestiones vehiculares y 

accidentes.
5
 La ausencia de una normativa específica que establezca plazos y procedimientos claros para la 

reparación de baches y la atención a inundaciones ha generado incertidumbre y desconfianza entre la ciudadanía. 

Implementar una regulación que obligue a los municipios a actuar de manera oportuna y eficiente no solo mejorará la 

infraestructura vial, sino que también fortalecerá la confianza de los ciudadanos en sus autoridades locales. 

En este sentido, el artículo 126 de la Carta Magna morelense no debe ser interpretado de manera fragmentaria 

o como una simple obligación de planeación territorial, sino como un fundamento jurídico central que legitima 

plenamente el establecimiento de mecanismos de control, vigilancia, y sanción frente a obras públicas ejecutadas con 

materiales que no cumplen los estándares requeridos. Igualmente, sustenta la necesidad de normar procedimientos 

ágiles de reparación del daño cuando los ciudadanos resulten perjudicados por fallas evidentes en la infraestructura 

vial municipal.  

                                                      
1
 Diario de Morelos. (2022, agosto 17). Lluvias dejan fuertes inundaciones en Puente de Ixtla y Miacatlán; más de 200 viviendas afectadas. 

https://www.diariodemorelos.com/noticias/tags/inundaciones  
2
 RTV Noticias Morelos. (2025, junio 2). Lluvias y vientos intensos afectan distintas avenidas de Morelos. 

https://www.jornada.com.mx/noticia/2025/06/02/estados/lluvias-y-vientos-intensos-afectan-distintas-avenidas-de-morelos  
3
 Diario de Morelos. (2022, junio 17). Existen 158 zonas de riesgo de inundación o deslave en 

Morelos. https://www.diariodemorelos.com/noticias/tags/inundaciones  
4
 TV Azteca Morelos. (2025, junio 13). Cuernavaca, ciudad de baches. https://www.aztecamorelos.com/noticias/cuernavaca-ciudad-baches  

5
 Azteca Morelos. (2025, julio 11). Habitantes de Jiutepec denuncian su hartazgo por los baches del municipio. 

https://www.aztecamorelos.com/noticias/habitantes-jiutepec-denuncian-su-hartazgo-por-los-baches-del-municipio  
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Frente a esta problemática, la presente iniciativa plantea una respuesta normativa clara y decidida. Se propone 

que, cuando la carpeta asfáltica en una vialidad del estado de Morelos se encuentre visiblemente dañada por la 

presencia de un bache que denote un fallo evidente en su integridad, las autoridades competentes estén legalmente 

obligadas a realizar, de manera inmediata, una revisión técnica especializada que permita verificar si los materiales y 

procedimientos utilizados en su construcción o mantenimiento se ajustan a la normativa y especificaciones técnicas 

aplicables. De comprobarse que dichos materiales no cumplen con lo establecido en la normatividad vigente, se 

deberá proceder al deslinde de responsabilidades y a la imposición de sanciones administrativas, civiles o penales a 

los servidores públicos, contratistas o responsables involucrados, conforme al marco legal del estado. 

Adicionalmente, se contempla una medida de justicia restaurativa en favor de los ciudadanos que, como 

consecuencia directa del mal estado de las vialidades, sufran daños en su patrimonio, particularmente en sus 

vehículos. La iniciativa establece que, en estos casos, el municipio deberá cubrir una indemnización justa al afectado, 

dentro de un plazo máximo de quince días hábiles, una vez acreditada la relación de causalidad entre el desperfecto 

vial y el daño sufrido, bajo los principios de celeridad, eficiencia y reparación integral. 

En suma, esta iniciativa tiene por objetivo establecer una medida concreta y ejecutable que permita combatir la 

impunidad técnica y administrativa que actualmente impera en torno al mal estado de las calles en Morelos, y 

asegurar que los ciudadanos cuenten con mecanismos efectivos de reparación y justicia ante los daños sufridos. Al 

mismo tiempo, busca sentar las bases para una cultura de la legalidad, de la calidad en el servicio público y de 

respeto al patrimonio colectivo. 

Por todo lo anterior, y con fundamento en las facultades que la ley otorga, se somete a la consideración del 

Honorable Congreso del Estado de Morelos la presente iniciativa, con la convicción de que su aprobación 

representará un paso firme hacia un modelo de gestión municipal más eficiente, transparente y comprometido con el 

interés público. 

IV. VALORACION DE LA INICIATIVA. 

Con fundamento en las potestades establecidas en los artículos 60 en sus fracciones I y III, y 79 de la Ley 

Orgánica para el Congreso del Estado de Morelos, correlacionada con los artículos, 51, 54, y 58 del Reglamento para 

el Congreso del Estado de Morelos, las y los integrantes de las Comisiones Unidas encomendadas de este asunto, 

procedimos al estudio y análisis de la siguiente iniciativa.  

Para una mejor comprensión del análisis contenido en el presente dictamen, a continuación, se presenta el 

texto de reforma propuesto con el propósito de exponer de manera clara y ordenada las consideraciones técnicas 

correspondientes: 

PROYECTO DE DECRETO 

ARTÍCULO PRIMERO. Se adiciona un párrafo segundo al artículo 126 de la Constitución Política del Estado 

Libre y Soberano de Morelos, para quedar como sigue:  

ARTICULO 126.- Los Ayuntamientos del Estado están obligados a mejorar y conservar los caminos carreteros 

construidos en el territorio de sus respectivos Municipios y a proceder a la apertura de los que sean necesarios para 

facilitar las comunicaciones vecinales, vigilando por la conservación de las líneas telegráficas y telefónicas. 

Cuando, como consecuencia del incumplimiento de esta obligación constitucional, se cause un daño directo en 

los bienes o derechos de las personas, particularmente por omisiones en el mantenimiento de la infraestructura vial o 

pluvial, los afectados tendrán derecho a recibir una indemnización integral por parte del Ayuntamiento responsable, 

conforme a lo que dispongan las leyes reglamentarias aplicables. La reparación del daño incluirá el pago total del 

desperfecto ocasionado y, en su caso, una bonificación adicional que reconozca el perjuicio causado por la falta de 

diligencia institucional. 

ARTÍCULO SEGUNDO. Se adiciona un Capítulo I Bis al Título Séptimo de la Ley Orgánica Municipal del 

Estado de Morelos, así como los artículos 124 Ter, 124 Quater, 124 Quinquies, 124 Sexies y 124 Septies, para 

quedar como sigue: 

CAPÍTULO I BIS 

DE LA CONSERVACIÓN DE LA INFRAESTRUCTURA VIAL MUNICIPAL Y LA REPARACIÓN DE DAÑOS A 

PARTICULARES 

Artículo 124 Ter. Cuando la carpeta asfáltica en vialidades municipales presente daños visibles, tales como 

baches, hundimientos o desprendimientos, la autoridad competente deberá efectuar la reparación correspondiente en 

un plazo máximo de veinticuatro horas contadas a partir de la detección o reporte formal. De igual manera, se 

realizará de inmediato la verificación técnica para asegurar que los materiales y métodos empleados en la 

pavimentación cumplan con las normativas y estándares vigentes. En caso de incumplimiento, se aplicarán las 

sanciones y responsabilidades administrativas, civiles o penales a los servidores públicos o contratistas responsables. 

Artículo 124 Quater. En situaciones donde las vialidades, caminos o espacios públicos municipales sufran 

daños por inundaciones, el Ayuntamiento deberá implementar medidas urgentes para mitigar riesgos y restablecer la 

funcionalidad vial en un plazo no mayor a setenta y dos horas desde el evento o notificación formal. Asimismo, 

deberá coordinarse con las autoridades estatales y federales competentes para una atención integral. 
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Artículo 124 Quinquies. Los ciudadanos que sufran daños en su patrimonio, especialmente en vehículos, como 

consecuencia directa del deterioro vial o daños provocados por inundaciones o baches no atendidas, podrán solicitar 

indemnización ante el Ayuntamiento. 

Para tal efecto, deberán presentar: 

I. Documento que acredite la propiedad o posesión legítima del bien afectado; 

II. Fotografías claras y fechadas del daño sufrido; 

III. Evidencia del desperfecto vial o evento de inundación causante del daño; 

IV. Relato detallado del incidente con fecha, hora y ubicación precisa. 

La autoridad municipal está obligada a resolver la solicitud en un plazo máximo de diez días hábiles a partir de 

la recepción de la queja o denuncia. La falta de resolución en ese término se considerará como resolución favorable a 

efectos de responsabilidad patrimonial. 

Tras la resolución favorable, el Ayuntamiento deberá pagar la indemnización correspondiente en un plazo no 

mayor a quince días hábiles, la cual consistirá en el monto total necesario para la reparación o reposición del 

desperfecto ocasionado, además de una bonificación adicional equivalente al 35% del costo total del daño, como 

compensación suplementaria al afectado. 

La negativa injustificada o demora en el pago dará lugar a responsabilidades administrativas para los 

servidores públicos involucrados. 

Artículo 124 Sexies. Los Ayuntamientos deberán mantener un registro público, actualizado y accesible en línea, 

que documente todos los reportes de baches, daños en infraestructura vial e inundaciones, así como el estado de 

atención y reparaciones realizadas. 

Este registro deberá incluir: 

I. Fecha y lugar del reporte; 

II. Descripción del daño; 

III. Fechas de inicio y conclusión de reparaciones; 

IV. Estado y resultados de solicitudes de indemnización; 

V. Información sobre sanciones aplicadas a servidores públicos responsables. 

La ciudadanía podrá acceder a esta información y ejercer mecanismos de vigilancia y denuncia ante 

incumplimientos o negligencias. 

Artículo 124 Septies.  La omisión, negligencia o demora injustificada en la atención y reparación de baches, 

daños estructurales o afectaciones por inundaciones, así como en la reparación de daños patrimoniales, será causa 

suficiente para iniciar procedimientos administrativos, independientemente de los procedimientos civiles o penales 

contra los responsables. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

PRIMERA. - Remítase como minuta constitucional al Constituyente Permanente del Estado de Morelos en 

cumplimiento a los artículos 147 y 148 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, y una vez 

computados los votos aprobatorios necesarios en sentido positivo, hágase la declaratoria constitucional 

correspondiente, y remítase como Decreto al Titular del Poder Ejecutivo del Estado para su publicación de 

conformidad con lo dispuesto por los artículos 44, 47 y 70, fracción XVII, incisos a) y c), de la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de Morelos. 

SEGUNDA. - El presente Decreto entrara en vigor en términos del artículo 147 fracción I, de la Constitución 

Política del Estado Libre y Soberano de Morelos al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial "Tierra y 

Libertad". 

Las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y Legislación y de Fortalecimiento Municipal, Desarrollo 

Regional, Pueblos y Comunidades Indígenas y Afromexicanas, después de realizar un análisis jurídico administrativo, 

técnico y estudio de impacto social de reparación del daño a particulares por omisión o incumplimiento de las 

obligaciones municipales en materia de infraestructura vial, determina que la iniciativa es parcialmente procedente por 

las CONSIDERACIONES, que a continuación se emiten: 

PRIMERA. La Diputada iniciadora, considera que, en Morelos, el mal estado de la infraestructura vial es un 

problema persistente que afecta directamente a la seguridad vial, a la movilidad urbana, al transporte público y al 

patrimonio de las personas. La ciudadanía de los municipios de Cuernavaca, Emiliano Zapata, Cuautla, Puente de 

Ixtla y Miacatlán, entre otros, han evidenciado el mal estado de sus vialidades como un severo problema de transito; 

la propia Coordinación Estatal de Protección Civil en Morelos, ha identificado cuando menos 158 zonas de riesgo, 

dado que, en temporada de lluvia, las inundaciones han ocasionado deslaves, que agravan el deterioro de la 

infraestructura vial. La falta de reparación de las carreteras y de mecanismos claros para acceder a una 

indemnización genera desconfianza y desaliento en la ciudadanía.  
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SEGUNDA. Esta Iniciativa tiene como sustento constitucional y legal el diseño federalista y municipalista del 

Estado mexicano, el artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, reconoce al municipio 

libre como la base de la división territorial y de la organización política y administrativa de las entidades federativas, 

por lo tanto, no solo les concede la autonomía política, administrativa y financiera, sino que les otorga la 

responsabilidad directa de la prestación y gestión de servicios públicos para la población. 

Establece como atribución de los ayuntamientos la planeación, construcción, mantenimiento, conservación y 

administración de las vialidades locales, incluidas calles, caminos, y de más infraestructura vial urbana, el mismo 

art²culo 115 constitucional se¶ala que los municipios tienen a su cargo ñcalles, parques y jardines y su equipamientoò 

lo que implica un mandato permanente y obligatorio, es decir es una obligación jurídica de carácter imperativo que 

deben dar cumplimiento los ayuntamientos. 

Esta obligación de conservar la infraestructura vial pública se vincula directamente con el derecho a la 

movilidad, el libre tránsito, la seguridad vial y la protección patrimonial de las personas y conforme al artículo 113 

constitucional, el incumplimiento de esta obligación de los ayuntamientos puede configurar responsabilidad 

patrimonial del Estado.  

En el mismo sentido, la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, en su artículo 126, 

establece que los ayuntamientos están obligados a mejorar y conservar los caminos carreteros construidos en el 

territorio de sus respectivos municipios, esta disposición guarda plena armonía con el artículo 115 de la Constitución 

Federal, y refuerza el deber de las autoridades municipales de garantizar la funcionabilidad, seguridad y accesibilidad 

de las vías de comunicación local; por lo tanto, estas disposiciones constitucionales, federal y estatal, consideran que 

las vialidades municipales no son simples bienes de uso común, sino también, reconocen la obligación que tienen los 

ayuntamientos de mejorar, conservar y construir, caminos carreteros, por lo tanto, dicha obligación de mantener la 

infraestructura vial, es un mandato constitucional de observancia obligatoria y permanente que deben cumplir los 

ayuntamientos. 

TERCERA. La propuesta de reforma busca adicionar un párrafo al artículo 126 de la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de Morelos, en el que se establecería que por la omisión de este mandato constitucional de 

preservar en buen estado la infraestructura vial, se causaren daños patrimoniales a los particulares, el municipio 

tendría que hacer una reparación de ese daño, sin embargo, estas comisiones dictaminadoras, consideran que, para 

aplicar la indemnización de manera responsable, cada municipio tendría que realizar una evaluación financiera, y 

además, esta reforma generaría inequidad entre los municipios respecto de su disponibilidad financiera, dado que no 

tienen la misma capacidad económica. 

Por lo anterior, las Comisiones Dictaminadoras reconocen que el artículo 126 de la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de Morelos, ya establece expresamente la obligación de preservar y mantener en buen 

estado la infraestructura vial. En este sentido se estima improcedente la adición o reforma al citado artículo, dado que 

el texto constitucional vigente cubre plenamente la finalidad que la promoverte busca alcanzar.  

CUARTA. La iniciativa en discusión propone adicionar un Capítulo I Bis al Título Séptimo de la Ley Orgánica 

Municipal del Estado de Morelos, así como los artículos 124 Ter, 124 Quater, 124, Sexies y 124 Septies, sin embargo, 

las y los diputados integrantes de ambas comisiones, consideran que:  

¶ Respecto a la adición del artículo 124 Ter, y 124 quater, en los cuales se establecen plazos de 24 horas para 

la reparación de los baches o daños en la infraestructura vial y de 72 horas en caso de contingencias derivadas por 

fenómenos naturales como inundaciones, estas Comisiones Dictaminadoras consideran que en muchos casos la 

reparación inmediata de una vialidad requiere de procedimientos administrativos, disponibilidad de materiales, 

coordinación interinstitucional e incluso de condiciones climatológicas, que exceden los tiempos propuestos en la 

iniciativa.  

¶ Por ello se estima conveniente que la norma únicamente establezca la obligación de programar y realizar las 

reparaciones en un plazo razonable, atendiendo criterios de urgencia, nivel de riesgo a la población y capacidad 

técnica disponible de cada ayuntamiento. 

¶ Ahora bien, la propuesta de adición de un artículo 124 quinquies, para establecer el derecho de solicitar 

indemnización ante el Ayuntamiento, por daños patrimoniales causados por el mal estado de la infraestructura vial, 

estas Comisiones Dictaminadoras, la consideran improcedente, toda vez que se requiere de un estudio de impacto 

presupuestal presentado por cada uno de los ayuntamientos de nuestro Estado.  

¶ Finalmente, las propuestas de adición de los artículos 124 sexies y 124 septies, son consideradas 

parcialmente procedentes, ya que, buscan establecer un mecanismo que incentive la responsabilidad pública de dar 

cumplimiento a la conservación de la infraestructura vial. Por lo que estas Comisiones Dictaminadoras, ejerciendo su 

facultad modificatoria proponen cambios a la Iniciativa en discusión, mismos que son presentados en el apartado de 

ñJustificacion de Cambiosò contenido en el presente dictamen. 
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V. IMPACTO PRESUPUESTAL 
La presente iniciativa, conforme al artículo 43 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 

Morelos y el artículo 97 del Reglamento para el Congreso del Estado de Morelos, no conlleva, en modo alguno, una 
afectación a las finanzas públicas municipales, ni implica la generación de compromisos económicos adicionales para 
los ayuntamientos del estado de Morelos, Ello obedece a que las acciones previstas en esta iniciativa se inscriben 
dentro de las competencias y obligaciones que, por mandato constitucional, ya corresponden a las autoridades 
municipales en materia de mantenimiento de infraestructura vial. 

En efecto, la responsabilidad de conservar, rehabilitar y mejorar los caminos y vialidades dentro de cada 
municipio está claramente establecida en el marco constitucional vigente, tanto en el artículo 126 de la Constitución 
Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, como en el artículo 115, fracción III, inciso g), de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, preceptos que determinan con precisión que son los ayuntamientos los 
encargados de administrar, operar y preservar las calles y caminos que integran la red vial urbana y rural bajo su 
jurisdicción. Esta obligación reviste un carácter permanente, irrenunciable y prioritario dentro de las funciones 
públicas locales. 

En esa línea, resulta evidente que tareas como el bacheo, la conservación de la carpeta asfáltica, la inspección 
de obras viales y la atención a deficiencias en la calidad de los materiales empleados, ya se encuentran consideradas 
de forma ordinaria dentro de los presupuestos de egresos municipales, específicamente en las partidas destinadas a 
obra pública, servicios urbanos, infraestructura vial o desarrollo territorial. Es decir, los recursos materiales, técnicos y 
humanos necesarios para llevar a cabo este tipo de acciones ya están previstos en el gasto programable de los 
municipios, en virtud de que forman parte de sus atribuciones fundamentales. 

La presente iniciativa no tiene como objeto imponer nuevas cargas económicas a los gobiernos municipales, ni 
les asigna competencias extraordinarias; por el contrario, se limita a fortalecer, reglamentar y hacer exigible una 
responsabilidad previamente establecida en la Constitución, incorporando procedimientos de control técnico y 
medidas de reparación que aseguren la correcta ejecución de dichas funciones. Por tanto, su operatividad no exige 
modificaciones presupuestales, ni la creación de estructuras administrativas adicionales, ni tampoco implica 
comprometer recursos distintos a los ya existentes. 

A partir de lo anterior, puede afirmarse con plena certeza que la iniciativa no genera impactos negativos en 
términos presupuestarios, ni para los municipios ni para el estado. Su implementación puede realizarse con los 
medios disponibles en cada ayuntamiento, utilizando sus capacidades institucionales actuales, sin necesidad de 
reasignaciones financieras ni ampliaciones de presupuesto, lo que asegura su viabilidad operativa y su 
sustentabilidad financiera desde el momento de su entrada en vigor. 

Con base en las consideraciones previamente expuestas, estas Comisiones Dictaminadoras estiman que la 
Iniciativa en estudio sí implica un impacto presupuestal directo en las finanzas municipales, toda vez que la 
implementación de un esquema de indemnización por daños a los bienes patrimoniales de los particulares 
ocasionados por el mal estado de la infraestructura vial requeriría la realización de estudios de impacto financiero 
individualizados para cada Ayuntamiento, así como la asignación de recursos específicos para su cumplimiento. 

En virtud de lo anterior, y toda vez que se considera improcedente mantener la disposición relativa al pago de 
indemnizaciones, dado que sí se generaría una obligación económica que los municipios, en su mayoría, no están en 
condiciones de solventar. 

No obstante, con las modificaciones realizadas a la iniciativa, el proyecto mantiene su finalidad ciudadana, sin 
generar afectaciones presupuestales a los Ayuntamientos, al centrarse exclusivamente en la obligación de establecer 
mecanismos de atención, registro y reparación de los daños en la infraestructura vial. 

VI. JUSTIFICACION DE CAMBIOS. 
Con fundamento en la fracción III, del artículo 106, del Reglamento para el Congreso del Estado de Morelos, 

por analogía de aplicación específica a la competencia constitucional local es aplicable mutatis mutandis la Tesis de 
Jurisprudencia de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, tomo XXXIII-abril de 2011, página 228, de rubro siguiente: PROCESO LEGISLATIVO, LAS 
CAMARAS QUE INTEGRAN EL CONGRESO DE LA UNION TIENEN LA FACULTAD PLENA DE APROBAR, 
RECHAZAR, MODIFICAR O ADICIONAR EL PROYECTO DE LEY O DECRETO, INDEPENDIENTEMENTE DEL 
SENTIDO EN EL QUE SE HUBIESE PRESENTADO ORIGINALMENTE LA INICIATIVA CORRESPONDIENTE 

La Iniciativa propone adicionar un Capítulo I Bis al Título Séptimo de la Ley Orgánica Municipal del Estado de 
Morelos, así como los artículos 124 Ter, 124 Quater, 124, Sexies y 124 Septies, tras el análisis y discusión de la 
Iniciativa, las y los diputados integrantes de estas Comisiones Dictaminadoras consideran que la creación de este 
nuevo capítulo, resulta improcedente, dado que la propia legislación municipal ya contempla las facultades y 
responsabilidades de los Ayuntamientos en materia de mantenimiento, conservación y administración de la 
infraestructura vial, sin embargo, estas comisiones dictaminadoras haciendo uso de su facultad de modificación 
proponen la adici·n de un art²culo 124 Ter al Cap²tulo I ñDe los servicios p¼blicosò del T²tulo S®ptimo de la Ley 
Orgánica Municipal de Estado de Morelos con la finalidad de fortalecer el marco normativo existente para introducir 
un mecanismo de atención y registro de reportes ciudadanos de los daños en la infraestructura vial y que a la par, 
incentive la responsabilidad pública de dar cumplimiento al mandato constitucional de conservación de la 
infraestructura vial, para quedar como sigue: 
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ARTÍCULO 124 TER. Los Ayuntamientos deberán implementar un mecanismo permanente para la recepción, 

registro y atención de reportes ciudadanos sobre daños en la infraestructura vial, tales como baches, hundimientos o 

socavones que representen riesgo para la integridad de las personas y sus bienes. 

Dicho mecanismo deberá ser de fácil acceso para la ciudadanía, preferentemente por medios digitales o 

telefónicos, y permitir el seguimiento de los reportes presentados hasta su atención definitiva. 

La autoridad municipal competente deberá programar y ejecutar la reparación de las vialidades afectadas de 

acuerdo con sus condiciones técnicas, materiales y presupuestales, considerando la gravedad del daño, el nivel de 

riesgo para la población y la disponibilidad operativa del Ayuntamiento. 

En casos de contingencias derivadas de fenómenos naturales, la programación y ejecución de las reparaciones 

se realizará conforme a las circunstancias particulares de urgencia que prevalezcan y las medidas de seguridad 

necesarias. 

Los Ayuntamientos deberán publicar de manera periódica la información relativa a los reportes recibidos, el 

avance de las reparaciones y los plazos estimados de atención, mediante los medios oficiales que determinen, a fin 

de garantizar transparencia y rendición de cuentas. 

Con esta modificación, se dota a los ayuntamientos de una herramienta normativa que les permita atender de 

manera más eficiente las necesidades de los particulares relacionadas al mantenimiento y reparación de la 

infraestructura vial, además se fortalece la responsabilidad institucional, promueve la transparencia y garantiza la 

participación social en la vigilancia del cumplimiento de una de las obligaciones más sentidas del gobierno municipal: 

preservar en condiciones seguras y adecuadas las vialidades del Estado. 

De esta forma la propuesta mantiene el espíritu ciudadano de la Iniciativa original, pero dentro de un marco 

jurídico viable, realista y operativamente posible, en beneficio directo de la población morelense. 

VII. CONCLUSIONES 

PRIMERA. Se declara improcedente la reforma al artículo 126 de la Constitución Política del Estado Libre y 

Soberano de Morelos, así como la creación de un nuevo capítulo en la Ley Orgánica Municipal del Estado de 

Morelos, en virtud de que la legislación vigente ya contempla atribuciones en materia de mantenimiento y 

conservación de la infraestructura vial. 

SEGUNDA. Es procedente parcialmente, la Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se adiciona un párrafo 

segundo al artículo 126 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, así como se adiciona un 

Capítulo I Bis al Título Séptimo de la Ley Orgánica Municipal del Estado de Morelos, así como los artículos 124 Ter, 

124, Quáter, 124 Quinquies, 124 Sexies y 124 Septies.presentada por la Diputada Martha Melissa Montes de Oca 

Montoya, en los términos expuestos en el presente dictamen, adicionando un artículo 124 Ter, al Capítulo I del Título 

S®ptimo de la Ley Org§nica Municipal del Estado de Morelos, relativo a ñDe las obras y servicios municipalesò, toda 

vez que fue agotada su discusión al interior de la reunión ordinaria en Comisiones Unidas, previo análisis, 

investigación y estudio jurídico.  

TERCERA. Las modificaciones realizadas al proyecto inicial no menoscaban el espíritu de la iniciativa, toda vez 

que mantienen su finalidad ciudadana de fortalecer la responsabilidad pública y la atención oportuna a los reportes 

ciudadanos por daños en la infraestructura vial, pero dentro de un marco jurídico viable y sin generar impacto 

presupuestal a los ayuntamientos. 

Lo anterior con fundamento en lo dispuesto en los artículos 53, 55, 59 numeral 1 y 19; 60 fracción I y III y 79, 

todos de la Ley Orgánica; 51, 54, 58, 104 y 106, del Reglamento, ambos ordenamientos para el Congreso del Estado 

de Moreloséò 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, esta LVI Legislatura del Congreso del Estado, ha tenido a bien 

expedir el siguiente: 
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DECRETO NÚMERO MIL CIENTO CUARENTA Y UNO 

POR EL CUAL SE ADICIONA EL ARTÍCULO 124 TER, AL CAPÍTULO I DEL TÍTULO SÉPTIMO DE LA LEY 

ORGÁNICA MUNICIPAL DEL ESTADO DE MORELOS 

ARTÍCULO ÚNICO. Se adiciona el artículo 124 Ter, al Capítulo I, del Título Séptimo de la Ley Orgánica 

Municipal del Estado de Morelos, para quedar como sigue: 

TÍTULO SÉPTIMO 

DE LAS OBRAS Y SERVICIOS MUNICIPALES 

CAPÍTULO I 

DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS 

Artículo *123.- ...  

Artículo 124.- é 

Artículo *124 bis. ï  é  

Artículo 124 Ter. - Los Ayuntamientos deberán implementar un mecanismo permanente para la recepción, 

registro y atención de reportes ciudadanos sobre daños en la infraestructura vial, tales como baches, hundimientos o 

socavones que representen riesgo para la integridad de las personas y sus bienes. 

Dicho mecanismo deberá ser de fácil acceso para la ciudadanía, preferentemente por medios digitales o 

telefónicos, y permitir el seguimiento de los reportes presentados hasta su atención definitiva. 

La autoridad municipal competente deberá programar y ejecutar la reparación de las vialidades afectadas de 

acuerdo con sus condiciones técnicas, materiales y presupuestales, considerando la gravedad del daño, el nivel de 

riesgo para la población y la disponibilidad operativa del Ayuntamiento. 

En casos de contingencias derivadas de fenómenos naturales, la programación y ejecución de las reparaciones 

se realizará conforme a las circunstancias particulares de urgencia que prevalezcan y las medidas de seguridad 

necesarias. 

Los Ayuntamientos deberán publicar de manera periódica la información relativa a los reportes recibidos, el 

avance de las reparaciones y los plazos estimados de atención, mediante los medios oficiales que determinen, a fin 

de garantizar transparencia y rendición de cuentas. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

PRIMERA. Remítase el presente decreto a la Gobernadora Constitucional del Estado, para su publicación en el 

Peri·dico Oficial ñTierra y Libertadò, ·rgano de difusi·n del Gobierno del estado de Morelos, de conformidad con los 

artículos 44 y 70, fracción XVII, inciso a) de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos. 

SEGUNDA. El presente decreto iniciará su vigencia a partir de día siguiente de su publicación en el periódico 

oficial ñTierra y Libertadò, črgano de difusión del Gobierno del Estado de Morelos. 

Poder Legislativo del Estado de Morelos, Sesión Ordinaria de Pleno del once de marzo de dos mil veintiséis. 

Diputada y diputados integrantes de la Mesa Directiva del Congreso del Estado de Morelos. Dip. Isaac Pimentel 

Mejía, presidente. Dip. Guillermina Maya Rendón, secretaria. Dip. Alberto Sánchez Ortega, secretario. Rúbricas. 

Por tanto, mando se imprima, publique, circule y se le dé el debido cumplimiento. Dado en la residencia del 

Poder Ejecutivo, Palacio de Gobierno, en la ciudad de Cuernavaca, capital del estado de Morelos, a los seis días del 

mes de abril del dos mil veintiséis. 

ñSUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCIčNò 

GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO 

LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS 

MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN  

SECRETARIO DE GOBIERNO 

EDGAR ANTONIO MALDONADO CEBALLOS 

RÚBRICAS.
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Al margen superior izquierdo un escudo del estado de Morelos que dice: ñTIERRA Y LIBERTADò. LA TIERRA 

VOLVERÁ A QUIENES LA TRABAJAN CON SUS MANOS.- y un logotipo que dice: MORELOS.- LA TIERRA QUE 

NOS UNE.- GOBIERNO DEL ESTADO 2024-2030. 

MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN, GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO LIBRE Y 

SOBERANO DE MORELOS A SUS HABITANTES SABED:  

La Quincuagésima Sexta Legislatura del Congreso del Estado Libre y Soberano de Morelos, en ejercicio de la 

facultad que le otorga la fracción II del artículo 40 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, 

aprobó al tenor de lo siguiente: 

Los integrantes de la Comisión Salud, presentaron a consideración del Pleno, el dictamen con proyecto de 

decreto POR EL QUE SE REFORMA EL PRIMER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 90 DE LA LEY DE SALUD DEL 

ESTADO DE MORELOS, en los siguientes términos:  

ñI. DEL PROCESO LEGISLATIVO. 

a). En Sesión Ordinaria del Pleno que tuvo verificativo el pasado 25 de septiembre de 2025, se dio cuenta con 

la INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA Y ADICIONA EL PRIMER PÁRRAFO 

DEL ARTÍCULO 90 DE LA LEY DE SALUD DEL ESTADO DE MORELOS, presentada por la Diputada Gonzala 

Eleonor Martínez Gómez, Coordinadora de la Fracción Parlamentaria del Partido Revolucionario Institucional en la 

Quincuagésima Sexta Legislatura del Congreso del Estado de Morelos. 

b). En consecuencia, de lo anterior y en atención al Acuerdo del Pleno, mediante Turno No. 

SSLyP/DPyTL/AÑO1/P.O.1/1012/25, con fecha 25 de septiembre de 2025, se procedió a remitir a la Comisión de 

Salud la INICIATIVA antes referida para su respectivo análisis y dictamen. 

c). Asimismo, se da cuenta de que mediante oficio DIP.GEMG/CDS/089/2025 la Presidencia de la Comisión de 

Salud, remitió la INICIATIVA objeto de este Dictamen a sus Diputadas y Diputados integrantes y se solicitó hacer 

llegar sus opiniones y observaciones correspondientes. 

d). Con la finalidad de cumplir con lo dispuesto en el artículo 54 fracción I del Reglamento para el Congreso del 

Estado de Morelos, la Comisión de Salud, previa convocatoria realizada en términos del artículo 63 del mismo 

ordenamiento, integró el presente expediente y se reunió el día veintiocho de noviembre del año 2025 en el Salón de 

Comisiones de este Recinto Legislativo, para dictaminar la Iniciativa en términos de los artículos 64, 103 al 110 todos 

ellos del Reglamento para el Congreso del Estado de Morelos, bajo las consideraciones de la comisión que más 

adelante se plasman. Con la finalidad de que, una vez aprobado el referido dictamen, sea sometido a consideración 

del Pleno del Congreso del Estado de Morelos, para su análisis, discusión y en su caso aprobación. 

II. MATERIA DE LA INICIATIVA. 

La iniciadora Diputada Gonzala Eleonor Martínez Gómez presenta una reforma al Artículo 90 de la Ley de 

Salud de Morelos para incluir la profesión de Farmacia en el listado de disciplinas que requieren título profesional o 

certificado de especialización, en el primer párrafo del artículo, reconociendo legalmente al farmacéutico como 

profesional de la salud. 

El rol del farmacéutico evolucionó de simple dispensador a proveedor clave en terapéutica medicamentosa, 

farmacovigilancia y seguridad del paciente. Se trata de una Homologación de la legislación estatal con la Ley General 

de Salud Federal (reformada en 2020). Con lo cual se fortalece la profesionalización sin generar impacto presupuestal 

adicional, al no crear nuevos programas sino reconocer una profesión existente. 

III. CONTENIDO DE LA INICIATIVA. 

La exposición de motivos de la iniciadora es la siguiente: 

ñEl farmacéutico es una pieza clave en la prevención de enfermedades y en el cuidado y promoción de la salud 

de las personas. Además de la dispensación de medicamentos y del seguimiento de los tratamientos para garantizar 

su adherencia, la farmacia también trabaja para cuidar la salud de la población. 

El quehacer del profesional farmacéutico en el mundo ha evolucionado de tal manera; que desde principios del 

siglo XX hasta la década de 1950, se dedicaba en los hospitales a la preparación de fórmulas magistrales, 

normalizadas o preparados oficinales, principalmente.  

En la segunda parte del siglo XX se comenzó a implantar el sistema de distribución de medicamentos en dosis 

unitarias, el establecimiento del sistema de formulario y los centros de información de medicamentos. En el siglo XXI, 

el ejercicio profesional del farmacéutico se ha orientado hacia la terapéutica medicamentosa, estableciendo al 

paciente, como eje de toda su actividad, a través del concepto acuñado y desarrollado inicialmente como farmacia 

clínica y en la actualidad atención farmacéutica, entendiendo ésta como el compromiso y responsabilidad que 

adquiere el profesional farmacéutico en el tratamiento y cuidado del paciente. Sin embargo, en el país, las actividades 

del profesional farmacéutico en hospitales y en los establecimientos denominados farmacias, no han sido 

reconocidas, hasta el momento, no existe algún reglamento, norma, o ley que reconozca su formación profesional, su 

experiencia y la gran necesidad que existe para que se incorporen al equipo de salud.  
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En México llevamos un rezago, en el desarrollo y modernización de nuestros servicios del sector salud, la falta 

de implementación de políticas públicas en materia de medicamentos agravan situaciones de crisis.  
Es necesario generar un entorno legal adecuado, que regule los servicios de la farmacia de hospital y el 

ejercicio profesional de los farmacéuticos, de tal manera que se puedan generar normas y reglamentos que sea 
aplicables y garanticen su correcto funcionamiento, a favor de los usuarios de los servicios médicos en todas las 

instituciones del país. 
Una demanda actual hacia las universidades es formar egresados bien preparados para lo que el mercado 

laboral exige. Para ello, cada programa educativo debe analizar cuál es el mercado de trabajo, cuales las habilidades, 
conocimientos y competencias que requiere, y como se debe organizar el currículo.  

Ante este panorama en el Estado de Morelos, la Universidad Autónoma del Estado de Morelos; el 17 de 
diciembre de 1997, es aprobado por el Consejo Universitario, la Escuela de Farmacia iniciando sus actividades 

escolares en febrero de 1998. El 14 de diciembre del 2001 los programas educativos de Maestría y Doctorado en 
Farmacia fueron aprobados por unanimidad en el H. Consejo Universitario, dando inicio al programa de maestría en 

agosto del 2002, convirtiendo a la Escuela de Farmacia en la categoría de Facultad. Se fundó considerando las 
tendencias en los sistemas de atención a la salud que se especifican en las recomendaciones de la Organización 

Mundial de la Salud (OMS), las cuales consideran que los sistemas farmacéuticos costeables y accesibles a la 
totalidad de la población, se logran a través de un trabajo multidisciplinario que involucra profesionales de las áreas 

de farmacia, medicina, enfermería, psicología, odontología, nutrición, trabajo social y otras disciplinas científicas 
relacionales. En la actualidad la facultad ofrece tres programas educativos: la Licenciatura en Farmacia, la Maestría 

en Farmacia y el Doctorado en Farmacia. 
Se cuenta con una planta docente de 56 profesoras y profesores por horas, de los cuales 15 tienen el grado de 

licenciatura (27%), 17 tienen el grado de maestría (30%) y 24 tienen el grado de doctorado (43%). La Facultad de 
Farmacia alberga 11 laboratorios de investigación y 5 laboratorios de docencia, además de investigadores de tiempo 

completo de los cuales la mayoría pertenecen al Sistema Nacional de Investigadores (SNI) y/o cuentan con el perfil 
deseable que otorga la Secretaría de Educación Pública (SEP) a través del Programa para el Desarrollo Profesional 

Docente (PRODEP). La Facultad de Farmacia de la máxima casa de estudios del Estado de Morelos ha formado 
profesionales farmacéuticos para que se integren al equipo de salud. En la actualidad los farmacéuticos son 

reconocidos en su quehacer profesional y en la Universidad Autónoma del Estado de Morelos, la carrera de farmacia 
es elegida como primera opción de estudio para muchos aspirantes.  

Una de las áreas que se han venido fortaleciendo a partir de esta medida, fueron las unidades de 
farmacovigilancia, tanto en las empresas farmacéuticas, como en las instituciones hospitalarias, siendo actualmente 

una de las principales áreas de oportunidad para el farmacéutico, debido al grado de especialización que se requiere 
para dar un adecuado seguimiento a las reacciones adversas a los medicamentos, su evaluación y reporte.  

En los últimos años, a raíz de la certificación a la que se están sujetando muchos hospitales tanto públicos 
como privados ha surgido el tema de la farmacia hospitalaria y la imperiosa necesidad de contar con profesionales 

farmacéuticos. De manera paulatina, su presencia ha modificado el entorno del hospital de manera favorable, al 
comenzar a reducir riesgos y asistir al mismo en el programa de farmacovigilancia, sin embargo, su incorporación a 

los equipos de salud ha sido incierta y discrecional.  
Ciertos reportes mencionan un universo de 40 mil farmacias en el país de acuerdo con los datos 

proporcionados por la Anafarmex 2015, la mayoría son privadas y reciben las prescripciones de más de 300 mil 
médicos en ejercicio privado y público y manejan anualmente cerca de 3 mil millones de piezas de medicamentos, lo 

cual abre una gran oportunidad para incidir en una mejora en el uso racional de medicamentos, disminuir la 
automedicación, estrechar la farmacovigilancia y favorecer un incremento sustancial en el reporte de reacciones 

adversas de calidad.  
Sin duda, hay un avance importante en la participación del profesional farmacéutico en el establecimiento de 

políticas y estrategias que tiendan hacer un uso más racional de los medicamentos, que favorezcan una mayor 
seguridad en la farmacoterapia y que permitan una mayor calidad en la atención de los pacientes, sin embargo, es 

imprescindible darle a este profesional la figura jurídica que le corresponde, el reconocimiento como profesionista 
dentro del equipo de salud, en beneficio de la profesión y de la seguridad de la población.  

La presente iniciativa busca homologar nuestra legislación con el ámbito federal desde el año 2020 se 
reconoció en la Ley General de Salud la inclusión del área de Farmacia como el ejercicio de la actividad que requería 

título o certificado de especialización, en consecuencia, la presente iniciativa es y debe ser un reconocimiento a un 
área que, si bien es relativamente nueva, es menos importante su participación actual en la sociedad de nuestro país. 

En otro orden de ideas, la presente iniciativa con propuesta de reforma, para la iniciadora no genera un impacto 
presupuestal toda vez que no busca establecer nuevos programas o acciones en la esfera gubernamental, sino 

generar el reconocimiento que ya existe al expedirse el título y cedula profesional al profesional en farmacia, es por 
ello que la presente iniciativa se encuentra acorde con el artículo 43 de la Constitución Política del Estado Libre y 

Soberano de Morelos y el artículo 97 del Reglamento para el Congreso del Estado de Morelos, se establece que no 
generará un impacto presupuestal adicional. 
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 Por todo lo anterior, y convencida de que la siguiente iniciativa fortalecerá la profesionalización de un área 
importante y que cada día se encuentra en constante desarrollo, me permito someter a la consideración de esta 
Honorable Asamblea el cuadro comparativo de la propuesta de reforma al primer párrafo del artículo 90 de la Ley de 
Salud: 

 Prácticamente en todos los países del mundo, el profesional farmacéutico forma parte del equipo de la salud. 
La formación profesional está orientada a la prevención de enfermedades, a la promoción de la salud, el seguimiento 
de tratamientos farmacológicos y no farmacológicos y sobre todo al uso racional de los medicamentos.  

El licenciado en Farmacia, de acuerdo a su ciclo y especialización en la que se enfoque el plan de estudios de 
cada Institución Educativa, tendrá varios campos de acción que van desde la investigación, el desarrollo 
farmacéutico, el control de calidad, la regulación sanitaria hasta la docencia y la consultoría. 

El profesional farmacéutico, está encargado del desarrollo y acondicionamiento de formas farmacéuticas y 
métodos analíticos, control de calidad de la materia prima y del producto terminado. Es el profesional que realiza 
todos los métodos analíticos de tipo químico, biológico y tecnológico para adaptarse y modificar la tecnología ya 
existente o crearla en su defecto.   

Por ello, se propone reformar el artículo 90 de la Ley de Salud estatal para establecer para el ejercicio de 
profesionales en el área de Farmacia se requiera el título profesional o certificado de especialidad legalmente 
expedido y registrado ante la autoridad competente; esto a que el papel del Farmacéutico ha evolucionado desde un 
elaborador y dispensador de fármacos hacia un proveedor de servicios y de información. 

IV. ANÁLISIS DE CONSTITUCIONALIDAD. Para determinar la viabilidad jurídica de la iniciativa, previamente 
debe estudiarse el marco jurídico convencional, constitucional y el legal de la materia. La propuesta se sujetó a un 
análisis objetivo considerando lo siguiente: 

1. Debe analizarse su constitucionalidad. Toda norma que pretenda adquirir fuerza de ley debe ser sujeta a una 
cuestión de constitucionalidad. Se requiere una justificación que venza una sistemática presunción de 
inconstitucionalidad que debe imponer la legisladora o legislador.  

2. No cualquier diferencia al diseño constitucional implica inconstitucionalidad, pero las modificaciones legales 
deben pretender un objetivo constitucionalmente trascendente y no una finalidad simplemente admisible.  

3. El diseño normativo debe privilegiar en lo posible, la libertad. En consecuencia, no deben incluirse más 
restricciones a la esfera jurídica de las personas que las que resulten indispensables para la consecución de un fin 
social superior.  

4. Por último, con la finalidad de no generar efectos no deseados, se debe vigilar la congruencia normativa. En 
ese sentido es preciso analizarse si la construcción gramatical de la porción normativa está efectivamente 
encaminada al cumplimiento del fin trascendente enunciado en su exposición de motivos.  

Esta Comisión se aboca al estudio de constitucionalidad del proyecto que nos ocupa:  
De esta manera fue emitida la Ley General de Salud que reglamenta el derecho a la protección de la salud que 

tiene toda persona en los términos del artículo 4° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
establece las bases y modalidades para el acceso a los servicios de salud, distribuye competencias y establece los 
casos de concurrencia entre la Federación y las entidades federativas en materia de salubridad general; entendiendo 
por salubridad general, entre otros aspectos, lo relacionado con la organización, coordinación y vigilancia del ejercicio 
de las actividades profesionales, técnicas y auxiliares para la salud; actividad cuya organización, operación, 
supervisión y evaluación corresponde a las entidades federativas. 

Asimismo, la citada Ley General en su artículo 48, precisa que corresponde a la Secretaría de Salud y a los 
gobiernos de las entidades federativas, en el ámbito de sus respectivas competencias y en coordinación con las 
autoridades educativas, vigilar el ejercicio de los profesionales, técnicos y auxiliares de la salud en la prestación de 
los servicios respectivos. Destacando en su diverso numeral 79, párrafo primero, para el ejercicio de actividades 
profesionales en el campo de la medicina, farmacia, odontología, veterinaria, biología, bacteriología, enfermería, 
partería profesional, terapia física, trabajo social, química, psicología, optometría, ingeniería sanitaria, nutrición, 
dietología, patología y sus ramas, y las demás que establezcan otras disposiciones legales aplicables, se requiere 
que los títulos profesionales o certificados de especialización hayan sido legalmente expedidos y registrados por las 
autoridades educativas competentes. 

LEY DE SALUD  

DEL ESTADO DE MORELOS 

Texto Vigente Propuesta 

Artículo *90.- Para el ejercicio de actividades 

profesionales en el campo de la medicina, odontología, 

optometría, veterinaria, biología, bacteriología, 

enfermería, trabajo social, química, psicología, ingeniería 

sanitaria, nutrición, dietología, patología y sus ramas y 

las demás que establezcan otras disposiciones legales 

aplicables, se requiere que los Títulos profesionales o 

certificados de especialización hayan sido legalmente 

expedidos y registrados por las autoridades educativas 

competentes. 

...  

.... 

Artículo *90.- Para el ejercicio de actividades 

profesionales en el campo de la medicina, farmacia, 

odontología, optometría, veterinaria, biología, 

bacteriología, enfermería, trabajo social, química, 

psicología, ingeniería sanitaria, nutrición, dietología, 

patología y sus ramas y las demás que establezcan otras 

disposiciones legales aplicables, se requiere que los 

Títulos profesionales o certificados de especialización 

hayan sido legalmente expedidos y registrados por las 

autoridades educativas competentes. 

...  

.... 
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Por su parte, el Reglamento de la Ley General de Salud en Materia de Prestación de Servicios de Atención 

Médica refiere que quienes ejerzan actividades profesionales, técnicas y auxiliares de las disciplinas para la salud en 

forma independiente, deberán poner a la vista del público su título profesional, certificados, diplomas y, en general, 

los documentos correspondientes, que lo acrediten como tal. 

En el Estado de Morelos, la Ley de Salud del Estado de Morelos prevé en su artículo 3, inciso A), fracción V, 

que corresponde al estado en materia de salubridad general, la organización, coordinación y vigilancia del ejercicio de 

las actividades profesionales, técnicas, auxiliares y tradicionales para la salud. Señalando en su artículo 90 las 

actividades profesionales que requieran conocimientos específicos para su ejercicio. 

Después de un cuidadoso análisis, esta Comisión concluye que la propuesta legislativa objeto de estudio tiene 

sólidos fundamentos y bases constitucionales en los artículos 4, 39, 40, 41, 43, y 116 de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos, así como en los dispositivos 1, 1 BIS, 20 y 21 de la Constitución Política local. 

Asimismo, cuenta con bases legales, conforme lo prevén los numerales 48, 102 y 103 de la Ley General de Salud y 3 

y 90 de la Ley de Salud del Estado de Morelos. Por lo tanto, el análisis acerca de la viabilidad de la propuesta 

legislativa será abordado en la sección siguiente. 

CONSIDERANDOS: 

I. De conformidad a lo establecido en los artículos 43 y 50 de la Constitución Política del Estado Libre y 

Soberano de Morelos, 53, 54, 55, 59 numeral 12, 71 de la Ley Orgánica para el Congreso del Estado de Morelos; 51 

54 fracción I, 54 fracción VII, 55, 56,104, 106 del Reglamento para el Congreso del Estado de Morelos, la Comisión 

de Salud, es competente para conocer sobre la iniciativa de referencia, así como para efectuar su estudio, análisis, 

elaboración y presentación del Dictamen que en derecho proceda, con base a los ordenamientos previamente 

citados. 

II. Fundan el derecho a presentar esta iniciativa a la Diputada Iniciadora lo que establecen los artículos 42, 

fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, y 18,3 fracción IV de la Ley Orgánica 

para el Congreso del Estado de Morelos. 

III. Al ser procedente la competencia de este órgano colegiado se estima pertinente que la Comisión entre al 

estudio de la misma por lo que se procede a realizar las consideraciones que en derecho procedan de la presente 

iniciativa. 

IV. Primeramente, cabe puntualizar que, esta Comisión está obligada a realizar un análisis oficioso de los 

presupuestos procedentes de la iniciativa dentro del marco constitucional, así como los elementos de viabilidad, por 

ser de orden público, a efecto de resolver sobre su procedencia o improcedencia, y en función de ello, realizar el 

pronunciamiento relativo a la misma. 

V. Como resultado de lo anterior resulta procedente que esta Comisión de Salud engrose, analice y dictamine 

la Iniciativa que pretende reformar la Ley de Salud del Estado de Morelos, con la finalidad de integrar como una de 

las profesiones que requieren la certificación profesional de validez oficial a la carrera de Farmacia, que ha ganado 

amplio reconocimiento por su labor. 

VI. De conformidad con las atribuciones conferidas a la Comisión de Salud, así como en apego a la fracción II 

del artículo 104 del Reglamento para el Congreso del Estado de Morelos, se procede a analizar en lo general y en lo 

particular la iniciativa para determinar su procedencia o improcedencia. 

En ese orden de ideas, los integrantes de esta Comisión Dictaminadora del Congreso de Morelos, en el 

presente dictamen, harán valer una serie de consideraciones y argumentaciones derivado del estudio acucioso de la 

iniciativa presentada por la Diputada Gonzala Eleonor Martínez Gómez, Coordinadora de la Fracción Parlamentario 

del Partido del Revolucionario Institucional (PRI). 

VII. Los integrantes de esta Comisión entran al estudio de la procedencia o improcedencia de la INICIATIVA en 

estudio, por lo que toda vez que la reforma versa sobre la Ley de Salud del Estado de Morelos, y no existe restricción 

alguna o consideración que impida su procedencia, se procede a su análisis del fondo planteado. 

VIII. La iniciadora plantea que, el rol del profesional farmacéutico ha experimentado una transformación 

sustancial. En sus primeras décadas, hasta aproximadamente 1950, su labor en hospitales se centraba 

principalmente en la elaboración de preparaciones oficinales, fórmulas magistrales y normalizadas. 

La segunda mitad del siglo XX marcó un punto de inflexión con la implementación de sistemas de distribución 

en dosis unitarias, la creación de formularios terapéuticos y el establecimiento de centros especializados de 

información sobre medicamentos. Este enfoque, inicialmente denominado farmacia clínica y hoy conocido como 

atención farmacéutica, implica el compromiso y responsabilidad directa del farmacéutico en el tratamiento y cuidado 

continuo del paciente. 

No obstante, este avance internacional, en México las funciones del profesional farmacéuticoðtanto en 

hospitales como en establecimientos farmacéuticosðcarecen aún del reconocimiento jurídico correspondiente. A la 

fecha, no existe en nuestro estado un marco normativo, reglamentario o legal que valide su formación académica, su 

experiencia profesional ni la imperiosa necesidad de integrarlo formalmente al equipo multidisciplinario de salud. 
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IX. Se requiere establecer un marco normativo que regule debidamente los servicios de farmacia hospitalaria y 

el ejercicio profesional de los farmacéuticos, a fin de generar disposiciones y reglamentos aplicables que aseguren su 

correcto funcionamiento en beneficio de los usuarios de servicios médicos en todas las instituciones de nuestro 

estado. 

El fortalecimiento de las unidades de farmacovigilancia ðtanto en empresas farmacéuticas como en 

instituciones hospitalariasð constituye una de las áreas que ha cobrado mayor relevancia, representando una 

oportunidad profesional clave para el farmacéutico por el alto grado de especialización requerido para el seguimiento, 

evaluación y reporte adecuado de reacciones adversas a los medicamentos. 

En los últimos años, la certificación de hospitales públicos y privados ha puesto de manifiesto la necesidad 

imperiosa de contar con profesionales farmacéuticos especializados. Su presencia ha modificado favorablemente el 

entorno hospitalario al reducir riesgos y fortalecer los programas de farmacovigilancia, aunque su incorporación a los 

equipos de salud sigue siendo incierta y discrecional. Un aspecto aún no dimensionado apropiadamente es el acto 

profesional de dispensación, que debería constituir la etapa final de la cadena de suministro en todas las farmacias. 

Esta función implica surtir especialidades farmacéuticas prescritas, expedir medicamentos de venta libre, y preparar y 

dispensar fórmulas magistrales y oficinales. 

En México existen más de 55,921 farmacias, según datos recientes del INEGI a través del Directorio 

Estadístico Nacional de Unidades Económicas (DENUE), con cifras que varían ligeramente según la fuente y la fecha 

de medición. Las cifras pueden incluir diferentes tipos de establecimientos, desde grandes cadenas hasta farmacias 

locales independientes; que atienden prescripciones de más de 100 mil médicos en ejercicio y manejan anualmente 

cerca de 3 mil millones de piezas de medicamentos. Este escenario representa una oportunidad significativa para 

mejorar el uso racional de medicamentos, disminuir la automedicación, fortalecer la farmacovigilancia y aumentar el 

reporte de reacciones adversas de calidad. 

De acuerdo con el consenso de la Conferencia Panamericana de Educación Farmacéutica de finales de 2014, 

el farmacéutico es "el profesional de la salud experto en medicamentos, comprometido socialmente en la promoción, 

protección, mantenimiento y mejora de la salud y la calidad de vida de la población; con competencias científicas, 

técnicas, tecnológicas y humanísticas". 

Sin duda, existe avance importante en la participación del profesional farmacéutico en políticas y estrategias 

para un uso racional de medicamentos, mayor seguridad en la farmacoterapia y mejor calidad en la atención. Sin 

embargo, es imprescindible otorgarle la figura jurídica correspondiente y el reconocimiento formal como profesionista 

del equipo de salud en beneficio de la profesión y la seguridad de la población. 

X. IMPACTO PRESUPUESTAL DE LA INICIATIVA 

De conformidad con lo previsto en el Artículo 43 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 

Morelos, mediante la publicación del Decreto número mil ochocientos treinta y nueve, por el que se reforman diversas 

disposiciones de la Constitución Política del Estado de Morelos, en el Periódico Oficial ñTierra y Libertadò, número 

5487, el 07 de abril de 2017, en el que se estableció que las Comisiones encargadas del estudio de las iniciativas, en 

la elaboración de los dictámenes con proyecto de ley o decreto, incluirán la estimación sobre el impacto 

presupuestario del mismo, debe señalarse, que la reforma no trastoca lo establecido en el artículo 16 de la Ley de 

Disciplina Financiera para las Entidades Federativas y Municipios. Dicho principio establece que la aprobación y 

ejecución de nuevas obligaciones financieras, deben realizarse dentro del marco de balance presupuestario 

sostenible. Por lo que no existe la necesidad de presentar estimación alguna. 



Página 34  PERIÓDICO OFICIAL  02 de septiembre de 2026 

Por lo que una vez analizada en lo general y en lo particular la presente iniciativa, la Comisión de Salud de la 

LVI Legislatura del Congreso del Estado de Morelos; determina: 

RESOLUTIVOS: 

I. La Iniciativa presentada que fue debidamente estudiada, analizada y valorada, se estima procedente, por las 

consideraciones vertidas en el cuerpo del presente dictamen. 

II. Por lo anterior y con fundamento en las atribuciones conferidas en los artículos 53, 55, 59, numeral 12, y 71 

de la Ley Orgánica para el Congreso del Estado de Morelos; 51, 54, fracción I, 60, 104, y 106 del Reglamento para el 

Congreso del Estado de Morelos, los integrantes de la Comisión de Salud de la LVI Legislatura, dictaminan en 

SENTIDO POSITIVOéò 

Por lo anteriormente expuesto y fundado la LVI Legislatura del Congreso del Estado, ha tenido a bien expedir el 

siguiente: 

DECRETO MIL CIENTO CUARENTA Y NUEVE 

POR EL QUE SE REFORMA EL PRIMER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 90 DE LA LEY DE SALUD DEL ESTADO DE 

MORELOS 

ARTÍCULO ÚNICO. Se reforma el primer párrafo del artículo 90 de la Ley de Salud del Estado de Morelos, para 

quedar como sigue: 

Artículo 90.- Para el ejercicio de actividades profesionales en el campo de la medicina, farmacia, odontología, 

optometría, veterinaria, biología, bacteriología, enfermería, trabajo social, química, psicología, ingeniería sanitaria, 

nutrición, dietología, patología y sus ramas y las demás que establezcan otras disposiciones legales aplicables, se 

requiere que los Títulos profesionales o certificados de especialización hayan sido legalmente expedidos y registrados 

por las autoridades educativas competentes. 

é 

é 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

PRIMERA. Remítase el presente Decreto a la Gobernadora Constitucional del Estado de Morelos, para los 

fines que indica el artículo 44, 47 y la fracción XVII, inciso a), del artículo 70 de la Constitución Política del Estado 

Libre y Soberano de Morelos. 

SEGUNDA. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial 

ñTierra y Libertadò, črgano de difusi·n Oficial del Gobierno del Estado Libre y Soberano de Morelos. 

Poder Legislativo del Estado de Morelos, Sesión Ordinaria de Pleno del once de marzo de dos mil veintiséis. 

Diputada y diputados integrantes de la Mesa Directiva del Congreso del Estado de Morelos. Dip. Isaac Pimentel 

Mejía, presidente. Dip. Guillermina Maya Rendón, secretaria. Dip. Alberto Sánchez Ortega, secretario. Rúbricas. 

Por tanto, mando se imprima, publique, circule y se le dé el debido cumplimiento. Dado en la residencia del 

Poder Ejecutivo, Palacio de Gobierno, en la ciudad de Cuernavaca, capital del estado de Morelos, a los seis días del 

mes de abril del dos mil veintiséis. 

ñSUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCIčNò 

GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO 

LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS 

MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN  

SECRETARIO DE GOBIERNO 

EDGAR ANTONIO MALDONADO CEBALLOS 

RÚBRICAS.
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Al margen superior izquierdo un escudo del estado de Morelos que dice: ñTIERRA Y LIBERTADò. LA TIERRA 
VOLVERÁ A QUIENES LA TRABAJAN CON SUS MANOS.- y un logotipo que dice: MORELOS.- LA TIERRA QUE 
NOS UNE.- GOBIERNO DEL ESTADO 2024-2030. 

MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN, GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO LIBRE Y 
SOBERANO DE MORELOS A SUS HABITANTES SABED:  

La Quincuagésima Sexta Legislatura del Congreso del Estado Libre y Soberano de Morelos, en ejercicio de la 
facultad que le otorga la fracción II del artículo 40 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, 
aprobó al tenor de lo siguiente: 

Conforme al dictamen aprobado por la Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad Social del Congreso del 
Estado, en cumplimiento a la ejecutoria dictada por el Juzgado Segundo de Distrito en el Estado de Morelos, en el 
juicio de amparo número 385/2026, promovido por Angel Olmos Cruz ejecutoria que resuelve conceder el Amparo y 
Protección de la Justicia de la Unión a la citada persona quejosa, respecto del acto reclamado y autoridades 
responsables que quedaron precisados en el proemio de la misma; presentado al Pleno de la Asamblea Legislativa, 
en el cual se establece lo siguiente: 

ñANTECEDENTES: 
I. - En términos de competencia por razón de materia, esta Comisión es competente para conocer del presente 

asunto, conforme a lo dispuesto por los artículos 40, fracción II, de la Constitución Política del Estado Libre y 
Soberano de Morelos y 53, 57 y 67 fracción I, de la Ley Orgánica para el Congreso del Estado de Morelos; en virtud 
de que le corresponde conocer, estudiar y dictaminar los asuntos referentes a las pensiones de los trabajadores al 
servicio del Estado. Asimismo, es obligación de toda Comisión Legislativa, atender los asuntos que el presidente de la 
Mesa Directiva le turne, para someterlos posteriormente a la consideración del Pleno. 

II. - En uso de las facultades atribuidas por la ley a esta Comisión Legislativa, se procedió a efectuar el análisis 
y resolución del asunto puesto de su conocimiento, para lo cual se hace constar lo siguiente.  

III. - El citado promovente, mediante escrito presentado el cinco de febrero de dos mil veintiséis en el buzón 
judicial de la Oficina de Correspondencia Común de los Juzgados de Distrito en el Estado de Morelos, juicio de 
amparo, en contra del Congreso del Estado de Morelos y de la Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad Social del 
Congreso del Estado de Morelos por el acto que a continuación se transcribe: 

ñLa omisi·n de dar respuesta al escrito de trece de septiembre de dos mil veintid·s mediante el cual solicit· 
pensión por jubilación, a la cual se asignó expediente LV0811/22.ò  

IV. - Por razón de turno, mediante auto de fecha diez de febrero de dos mil veintiséis le correspondió conocer 
de la demanda al Juzgado Segundo de Distrito en el Estado de Morelos, quien, admitió a trámite la demanda, 
quedando registrada bajo el expediente 385/2026. 

V. - Posteriormente, en fecha diez de marzo de dos mil veintiséis le fue notificado a este Congreso del Estado, 
la sentencia de fecha nueve de marzo de dos mil veintiséis emitida por el Juez Segundo de Distrito en el Estado de 
Morelos, causando ejecutoria treinta y uno de marzo de dos mil veintiséis, por la cual resolvió conceder el Amparo y 
Protección de la Justicia Federal a ANGEL OLMOS CRUZ, en los siguientes términos: 

SE RESUELVE: 
ñÚnico. La Justicia de la Unión ampara y protege a Ángel Olmos Cruz, contra el acto reclamado precisado en el 

considerando segundo de esta sentencia, por los motivos y para los efectos señalados en el presente fallo. 
QUINTO. Efectos de la sentencia amparo. 
Den respuesta en forma congruente, fundada y motivada a la petición presentada por la parte quejosa el trece 

de septiembre de dos mil veintidós, correspondiente al expediente LV0811/22 referente a la tramitación de la solicitud 
de pensión por jubilación; y se lo notifiquen en la forma legal procedente.ò 

VI. - Ahora bien, dado que la ejecutoria que se cumplimenta es para el efecto, de que esta Autoridad Legislativa 
de respuesta en forma congruente, fundada y motivada a la petición de ANGEL OLMOS CRUZ presentada el trece de 
septiembre de dos mil veintidós. En mérito de lo anteriormente expuesto, y en estricto cumplimiento a la sentencia 
ejecutoria referida con anterioridad, esta Comisión dictaminadora somete a la consideración del Pleno de la 
Asamblea, lo siguiente: 

Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 8º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
38, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, 57 y 67, fracción I, de la Ley Orgánica para el 
Congreso del Estado, los suscritos integrantes de la Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad Social, tenemos a 
bien pronunciarnos respecto al escrito presentado ante esta Soberanía solicitando la pensión por jubilación el trece de 
septiembre de dos mil veintidós, por ANGEL OLMOS CRUZ, bajo los términos siguientes: 

CONSIDERACIONES: 
PRIMERA. ï Mediante escrito presentado en fecha 13 de septiembre de 2022, ante este Congreso del Estado 

de Morelos, ANGEL OLMOS CRUZ, por su propio derecho, solicitó de esta Soberanía le sea otorgada pensión por 
Jubilación, acompañando a su solicitud los documentos a que se refiere el artículo 15, fracción I, incisos a) ,b), y c) de 
la Ley de Prestaciones de Seguridad Social de las Instituciones Policiales y de Procuración de Justicia del Sistema 
Estatal de Seguridad Pública, consistentes en: acta de nacimiento, hoja de servicios expedía por el Poder Ejecutivo 
del Estado de Morelos; así como hoja de servicios y carta de certificación de salario expedidas por la Fiscalía General 
del Estado de Morelos. 
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SEGUNDA. ï Que al tenor del artículo 14 de la Ley de Prestaciones de Seguridad Social de las Instituciones 
Policiales y de Procuración de Justicia del Sistema Estatal de Seguridad Pública vigente en la Entidad, el pago de la 
pensión por jubilación se generará a partir de la fecha en que entre en vigencia el Decreto respectivo. Si el sujeto de 
ley está en activo, a partir de la vigencia del Decreto cesará en su función. El sujeto de la Ley que se hubiera 
separado de su función, antes de la fecha de vigencia del Decreto que la otorga, recibirá el pago de su pensión a 
partir del siguiente día de su separación. Y de conformidad con los artículos 16 del mismo ordenamiento, la pensión 
por jubilación se otorgará a los sujetos de la Ley, que conforme a su antigüedad se ubiquen en el supuesto 
correspondiente. 

TERCERA. ï Con base en los artículos, 63, fracción I, inciso c), 64, fracción I, inciso b), 68, fracción I, inciso d), 
135 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de Morelos vigente a partir del 25 de agosto de 2009; 
artículo 2, fracción I, de la Ley de Prestaciones de Seguridad Social de las Instituciones Policiales y de Procuración 
de Justicia del Sistema Estatal de Seguridad Pública, disposiciones que establecen lo siguiente: 

Artículo 63. Son autoridades en materia de Seguridad Pública: 
I. Estatales: 
a) La persona titular de la Fiscalía, y   
Artículo 64. Son Instituciones en materia de Seguridad Pública: 
I. Estatales: 
b) La Fiscalía, y    
Artículo 68. Las Instituciones Policiales en materia de Seguridad Pública son las siguientes: 
I. Estatales: 
d) La Agencia de Investigación Criminal, y 
Artículo 135. Las Instituciones de Seguridad Pública deberán garantizar, al menos las prestaciones previstas 

como mínimas para los trabajadores al servicio del Estado y generarán de acuerdo a sus necesidades y con cargo a 
sus presupuestos, una normatividad de régimen complementario de seguridad social y reconocimientos, de 
conformidad con lo previsto en el artículo 123, apartado B, fracción XIII, tercer párrafo, de la Constitución Federal.  

Artículo 2. Son sujetos de esta Ley, los miembros de las Instituciones Policiales y de Procuración de Justicia 
siguientes:  

I.- Dentro de las Instituciones Policiales: Estatales.- El Secretario de Seguridad Pública, el Secretario Ejecutivo, 
los Titulares, Mandos Superiores y Mandos Medios de la Secretaría de Seguridad Pública, los elementos de Policía 
Preventiva Estatal con sus grupos de investigación, de Policía Ministerial, los elementos de vigilancia y custodia de 
los establecimientos penitenciarios, así como los encargados de la seguridad durante los procesos judiciales y la 
vigilancia del cumplimiento de las medidas cautelares tanto de adolescentes como de adultos. Municipales. - El 
Secretario de Seguridad Pública, los Titulares, Mandos Superiores y Mandos Medios de la Secretaría de Seguridad 
Pública Municipal, los elementos policiacos y operativos de Seguridad Pública; y  

Con fundamento en las disposiciones de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de Morelos 
transcritas, y con base en los artículos 2, 14, 15, 16 y 24 de la Ley de Prestaciones de Seguridad Social de las 
Instituciones Policiales y de Procuración de Justicia del Sistema Estatal de Seguridad Pública, que se han hecho 
referencia, es procedente analizar la solicitud de pensión por jubilación.   

CUARTA. - Del análisis practicado a la documentación antes relacionada y una vez realizado el procedimiento 
de investigación que establece el artículo 67, fracción I de la Ley Orgánica para el Congreso del Estado de Morelos, 
se comprobó fehacientemente la antigüedad de ANGEL OLMOS CRUZ, por lo que se acreditan 26 años, 01 mes y 12 
días de servicio efectivo de trabajo interrumpido a la fecha de la expedición de la constancia en referencia, siendo que 
ha prestado sus servicios para el Poder Ejecutivo del Estado de Morelos, desempeñando los siguientes cargos: 
Agente de Investigación adscrito la Dirección de la Policía Judicial de la Procuraduría General de Justicia, del 16 de 
junio de 1990 al 31 de octubre de 1991; Alfa 12 adscrito en Alfas Ayudantía, del 01 de noviembre de 1991 al 31 de 
mayo de 1994; Policía Judicial nombramiento por tiempo determinado en la Procuraduría General de Justicia, del 01 
de octubre de 2001 al 01 de diciembre de 2001; Policía Judicial nombramiento por tiempo determinado en la 
Procuraduría General de Justicia, del 01 de enero de 2002 al 31 de enero de 2002; Policía Judicial nombramiento por 
tiempo determinado en la Procuraduría General de Justicia, del 01 de febrero de 2002 al 30 de junio de 2002; Policía 
Judicial nombramiento por tiempo determinado en la Procuraduría General de Justicia, del 01 de julio de 2002 al 31 
de diciembre de 2002; Policía Ministerial nombramiento por tiempo determinado en la Procuraduría General de 
Justicia, del 01 de enero de 2003 al 30 de junio de 2003; Policía Ministerial nombramiento por tiempo determinado en 
la Procuraduría General de Justicia, del 01 de julio de 2003 al 31 de diciembre de 2003; Policía Ministerial 
nombramiento por tiempo determinado en la Procuraduría General de Justicia, del 01 de enero de 2004 al 30 de junio 
de 2004; Judicial ñBò adscrito en la Direcci·n de Aprehensiones de la Procuradur²a General de Justicia, del 16 de 
febrero de 2006 al 30 de septiembre de 2010; Agente de la Polic²a Ministerial ñBò adscrito en la Direcci·n de 
Aprehensiones de la Procuraduría General de Justicia, del 01 de octubre de 2010 al 15 e mayo de 2016; Agente de la 
Polic²a de Investigaci·n  Criminal ñCò adscrito en la Direcci·n de Aprehensiones de la Fiscal²a General del Estado, del 
16 de mayo de 2016 al 16 de marzo de 2019, fecha en la que caso baja por transferencia al Órgano Autónomo 
denominado Fiscalía General del Estado de Morelos. En la Fiscalía General del Estado de Morelos, ha desempeñado 
los siguientes cargos: Agente de la Policía de Investigación Criminal adscrito en la Dirección de Aprehensiones, del 
01 de abril de 2019 al 31 de diciembre de 2024; Agente de Investigación Criminal adscrito en la Agencia de 
Investigación Criminal, del 01 de diciembre de 2021 al 01 de septiembre de 2025, fecha en la que se expidió la 
constancia en referencia la cual se allegó ante esta comisión dictaminadora mediante ocurso de fecha 10 de 
septiembre de 2025.  
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De lo anterior se desprende que la pensión por jubilación solicitada encuadra en lo previsto por el artículo 16, 

fracción I, inciso e) de la Ley de Prestaciones de Seguridad Social de las Instituciones Policiales y de Procuración de 

Justicia del Sistema Estatal de Seguridad P¼blica...ò 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, esta LVI Legislatura del Congreso del Estado, ha tenido a bien 

expedir el siguiente: 

DECRETO NÚMERO MIL SEISCIENTOS SETENTA Y TRES 

POR EL CUAL SE LE CONCEDE PENSIÓN POR JUBILACIÓN A 

ANGEL OLMOS CRUZ 

ARTICULO 1°. ï Se concede pensión por Jubilación a ANGEL OLMOS CRUZ, quien ha prestado sus servicios 

en el Poder Ejecutivo y Fiscalía General ambos del Estado de Morelos, desempeñando como último cargo el de: 

Agente de Investigación Criminal adscrito en la Agencia de Investigación Criminal.  

ARTICULO 2°. ï La pensión decretada deberá cubrirse a razón del 80% del último salario del solicitante a partir 

del día siguiente a aquél en que se separe de sus labores y será cubierta por la FISCALÍA GENERAL DEL ESTADO 

DE MORELOS, quien deberá realizar el pago de forma mensual, del Presupuesto otorgado en el Decreto Número 

Novecientos Noventa y Ocho, del Presupuesto de Egresos del Gobierno del Estado de Morelos correspondiente al 

periodo del 1 de enero al 31 de diciembre de 2026, en términos de los artículos Primero, párrafo cuarto, Décimo 

Sexto, párrafo Vigésimo; Vigésimo Quinto, Párrafo Primero; Vigésimo Noveno, párrafo Octavo y Disposición 

Transitoria Quinta. En caso de que las asignaciones presupuestales consignadas en el Decreto referido no resulten 

suficientes en la partida específica de pensiones aprobada al mencionado Ente Público, el Ente Público deberá 

realizar una reasignación presupuestal en términos de lo establecido en el Artículo Décimo Quinto, fracción VI del 

Decreto antes referido, cumpliendo con lo que disponen los artículos 14 y 16, fracción I, inciso e) de la Ley de 

Prestaciones de Seguridad Social de las Instituciones Policiales y de Procuración de Justicia del Sistema Estatal de 

Seguridad Pública. 

ARTICULO 3º. ï La pensión concedida deberá incrementarse de acuerdo con el aumento porcentual al salario 

mínimo general vigente, atento a lo dispuesto por el Primero párrafo del artículo 66 de la Ley del Servicio Civil del 

Estado de Morelos de aplicación supletoria en términos de lo señalado por el numeral Décimo Primero Transitorio de 

la Ley de Prestaciones de Seguridad Social de las Instituciones Policiales y de Procuración de Justicia del Sistema 

Estatal de Seguridad Pública, integrándose por el salario, las prestaciones, las asignaciones y la compensación de fin 

de año o aguinaldo, de conformidad con lo establecido por el Primero párrafo del artículo 24 de la Ley antes citada. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

PRIMERA. Remítase el presente decreto a Titular del Poder Ejecutivo Estatal para los efectos 

correspondientes. 

SEGUNDA. Notifíquese personalmente al quejoso la presente determinación y notifíquese por Oficio al 

Juzgado Segundo de Distrito en el Estado de Morelos, en cumplimiento a la ejecutoria de amparo pronunciada dentro 

del expediente número: 385/2026; ambas notificaciones por conducto de la Dirección Jurídica de este Congreso del 

Estado de Morelos. 

TERCERA. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico 

Oficial ñTierra y Libertadò, črgano de difusi·n del Gobierno del Estado. 

Poder Legislativo del Estado de Morelos, Sesión Ordinaria de Pleno del ocho de julio de dos mil veintiséis. 

Diputada y diputados integrantes de la Mesa Directiva del Congreso del Estado de Morelos. Dip. Isaac Pimentel 

Mejía, presidente. Dip. Guillermina Maya Rendón, secretaria. Dip. Alberto Sánchez Ortega, secretario. Rúbricas. 

Por tanto, mando se imprima, publique, circule y se le dé el debido cumplimiento. Dado en la residencia del 

Poder Ejecutivo, Palacio de Gobierno, en la ciudad de Cuernavaca, capital del estado de Morelos, a los treinta y un 

días del mes de julio del dos mil veintiséis. 

ñSUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCIčNò 

GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO 

LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS 

MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN  

SECRETARIO DE GOBIERNO 

EDGAR ANTONIO MALDONADO CEBALLOS 

RÚBRICAS.  
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Al margen superior izquierdo un escudo del estado de Morelos que dice: ñTIERRA Y LIBERTADò. LA TIERRA 
VOLVERÁ A QUIENES LA TRABAJAN CON SUS MANOS.- y un logotipo que dice: MORELOS.- LA TIERRA QUE 
NOS UNE.- GOBIERNO DEL ESTADO 2024-2030. 

MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN, GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO LIBRE Y 
SOBERANO DE MORELOS A SUS HABITANTES SABED:  

La Quincuagésima Sexta Legislatura del Congreso del Estado Libre y Soberano de Morelos, en ejercicio de la 
facultad que le otorga la fracción II del artículo 40 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, 
aprobó al tenor de lo siguiente: 

Conforme al dictamen aprobado por la Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad Social del Congreso del 
Estado, en cumplimiento a la ejecutoria dictada por el Juzgado Segundo de Distrito en el Estado de Morelos, en el 
juicio de amparo número 424/2026, promovido por Maria Ibarra Jimenez ejecutoria que resuelve conceder el Amparo 
y Protección de la Justicia de la Unión a la citada persona quejosa, respecto del acto reclamado y autoridades 
responsables que quedaron precisados en el proemio de la misma; presentado al Pleno de la Asamblea Legislativa, 
en el cual se establece lo siguiente: 

ñANTECEDENTES: 
I. - En términos de competencia por razón de materia, esta Comisión es competente para conocer del presente 

asunto, conforme a lo dispuesto por los artículos 40, fracción II, de la Constitución Política del Estado Libre y 
Soberano de Morelos y 53, 57 y 67 fracción I, de la Ley Orgánica para el Congreso del Estado de Morelos; en virtud 
de que le corresponde conocer, estudiar y dictaminar los asuntos referentes a las pensiones de los trabajadores al 
servicio del Estado. Asimismo, es obligación de toda Comisión Legislativa, atender los asuntos que el presidente de la 
Mesa Directiva le turne, para someterlos posteriormente a la consideración del Pleno. 

II. - En uso de las facultades atribuidas por la ley a esta Comisión Legislativa, se procedió a efectuar el análisis 
y resolución del asunto puesto de su conocimiento, para lo cual se hace constar lo siguiente.  

III. - La citada promovente, mediante escrito presentado el doce de febrero de dos mil veintiséis en la Oficina de 
Correspondencia Común de los Juzgados de Distrito en el Estado de Morelos, juicio de amparo, en contra del 
Congreso del Estado de Morelos y de la Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad Social del Congreso del Estado 
de Morelos por el acto que a continuación se transcribe: 

ñLa omisión de dar respuesta a su petición de pensión por jubilación, presentada el diecinueve de mayo de dos 
mil veintid·s.ò  

IV. - Por razón de turno, mediante auto de fecha dieciséis de febrero de dos mil veintiséis le correspondió 
conocer de la demanda al Juzgado Segundo de Distrito en el Estado de Morelos, quien, admitió a trámite la demanda, 
quedando registrada bajo el expediente 424/2026. 

V. - Posteriormente, en fecha veintiséis de marzo de dos mil veintiséis le fue notificado a este Congreso del 
Estado, la sentencia de fecha veinticinco de marzo dos mil veintiséis emitida por el Juez Segundo de Distrito en el 
Estado de Morelos, causando ejecutoria diecisiete de abril de dos mil veintiséis, por la cual resolvió conceder el 
Amparo y Protección de la Justicia Federal a MARIA IBARRA JIMENEZ, en los siguientes términos: 
 RESUELVE:  

ñÚNICO. La justicia de la Unión ampara y protege a María Ibarra Jiménez, contra el acto reclamado precisado 
en el considerando segundo de esta sentencia, por los motivos y para los efectos señalados en las consideraciones 
cuarta y quinta de este fallo. 

QUINTO. Efectos de la sentencia protectora. 
Den respuesta en forma congruente, fundada y motivada a la petición de pensión por jubilación presentada el 

diecinueve de mayo de dos mil veintidós; y se lo notifiquen en la forma legal procedente.ò 
VI. - Ahora bien, dado que la ejecutoria que se cumplimenta es para el efecto, de que esta Autoridad Legislativa 

dé respuesta en forma congruente, fundada y motivada la petición de MARIA IBARRA JIMENEZ presentada el 
diecinueve de mayo de dos mil veintidós. En mérito de lo anteriormente expuesto, y en estricto cumplimiento a la 
sentencia ejecutoria referida con anterioridad, esta Comisión dictaminadora somete a la consideración del Pleno de la 
Asamblea, lo siguiente: 

Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 8º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
38, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, 57 y 67, fracción I, de la Ley Orgánica para el 
Congreso del Estado, los suscritos integrantes de la Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad Social, tenemos a 
bien pronunciarnos respecto al escrito presentado ante esta Soberanía solicitando la pensión por jubilación el 
diecinueve de mayo de dos mil veintidós, por MARIA IBARRA JIMENEZ, bajo los términos siguientes: 

CONSIDERACIONES: 
PRIMERA. ï Mediante escrito presentado en fecha 19 de mayo de 2022, ante este Congreso del Estado de 

Morelos, MARIA IBARRA JIMENEZ, por su propio derecho, solicitó de esta Soberanía le sea otorgada pensión por 
Jubilación, de conformidad la Ley del Servicio Civil del Estado de Morelos, acompañando a su petición la 
documentación exigida por el artículo 57, apartado A), fracciones I, II y III, del marco legal antes mencionado, 
consistentes en: acta de nacimiento, hoja de servicios y carta de certificación de salario expedidas por el Poder 
Ejecutivo del Estado de Morelos. 
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SEGUNDA. ï Que al tenor del artículo 56 de la Ley del Servicio Civil vigente en la Entidad, la pensión por 
Jubilación se generará a partir de la fecha en que entre en vigor el decreto respectivo. Si la pensionada se encuentra 
en activo, a partir de la vigencia del decreto cesarán los efectos de su nombramiento. La trabajadora que se hubiere 
separado justificada o injustificadamente de su fuente de empleo, antes de la fecha de vigencia del decreto que la 
otorga, recibirá el pago de su pensión a partir del siguiente día de su separación. Y de conformidad con el artículo 58 
del mismo ordenamiento, la pensión por Jubilación se otorgará a la trabajadora que conforme a su antigüedad se 
ubique en el supuesto correspondiente. 

TERCERA. ï Del análisis practicado a la documentación antes relacionada y una vez realizado el 
procedimiento de investigación que establece el artículo 67, fracción I de la Ley Orgánica para el Congreso del 
Estado de Morelos, se comprobó fehacientemente la antigüedad de MARIA IBARRA JIMENEZ, por lo que se 
acreditan 33 años y 04 meses de servicio efectivo de trabajo ininterrumpido a la fecha de la expedición de la 
constancia en referencia, siendo que ha prestado sus servicios para el Poder Ejecutivo del Estado de Morelos, 
desempeñando los siguientes cargos: Analista Especializada adscrita en la Secretaría de Educación, del 16 de 
septiembre de 1992 al 30 de septiembre de 2003; Analista Analizada adscrita en la Secretaría de Educación, del 01 
de octubre de 2003 al 31 de agosto de 2018; Jefa de Unidad adscrita en la Dirección General de Educación media 
superior y superior de la Secretaría de Educación, del 01 de septiembre de 2018 al 02 de noviembre de 2020; Jefa de 
Unidad adscrita en la Oficina del Secretario de Educación de la Secretaría de Educación, del 03 de noviembre de 
2020 al 31 de diciembre de 2024; Jefa de Unidad adscrita en la Unidad de Enlace Financiero Administrativo de la 
Secretaría de Educación, del 01 de enero de 2025 al 14 de enero de 2026, fecha en la que se expidió la constancia 
en referencia la cual se allegó ante esta comisión dictaminadora mediante ocurso de fecha 28 de enero de 2026. De 
lo anterior se desprende que la pensión por jubilación solicitada encuadra en lo previsto por el artículo 58, fracción II, 
inciso a) de la Ley del Servicio Civil vigente en el Estado de Morelos...ò 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, esta LVI Legislatura del Congreso del Estado, ha tenido a bien 
expedir el siguiente: 

DECRETO NÚMERO MIL SEISCIENTOS SETENTA Y CUATRO 
POR EL CUAL SE LE CONCEDE PENSIÓN POR JUBILACIÓN A 

MARIA IBARRA JIMENEZ 
ARTÍCULO 1°. ï Se concede pensión por Jubilación a MARIA IBARRA JIMENEZ, quien ha prestado sus 

servicios en el Poder Ejecutivo del Estado de Morelos, desempeñando como último cargo el de: Jefa de Unidad 
adscrita en la Unidad de Enlace Financiero Administrativo de la Secretaría de Educación.  

ARTÍCULO 2°. ï La pensión decretada deberá cubrirse a razón del 100% del último salario de la solicitante a 
partir del día siguiente a aquél en que la trabajadora se separe de sus labores y será cubierta por la SECRETARÍA 
DE ADMINISTRACIÓN Y FINANZAS DEL PODER EJECUTIVO DEL ESTADO DE MORELOS, quien deberá realizar 
el pago de forma mensual, del Presupuesto otorgado en el Decreto Número Novecientos Noventa y Ocho, del 
Presupuesto de Egresos del Gobierno del Estado de Morelos correspondiente al periodo del 1 de enero al 31 de 
diciembre de 2026, en términos de los artículos Primero, párrafo cuarto, Décimo Sexto, párrafo Vigésimo; Vigésimo 
Quinto, Párrafo Primero; Vigésimo Noveno, párrafo Octavo y Disposición Transitoria Quinta. En caso de que las 
asignaciones presupuestales consignadas en el Decreto referido no resulten suficientes en la partida específica de 
pensiones aprobada al mencionado Ente Público, el Ente Público deberá realizar una reasignación presupuestal en 
términos de lo establecido en el Artículo Décimo Quinto, fracción VI del Decreto antes referido, cumpliendo con lo que 
disponen los artículos 55, 56 y 58, fracción II, Inciso a), de la Ley del Servicio Civil del Estado de Morelos. 

ARTÍCULO 3º.- El monto de la pensión se calculará tomando como base el último salario percibido por la 
trabajadora, incrementándose la cuantía de acuerdo con el aumento porcentual al salario mínimo general vigente, 
integrándose la misma por el salario, las prestaciones, las asignaciones y el aguinaldo, según lo cita el artículo 66 de 
la misma ley. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 
PRIMERA. Remítase el presente decreto a Titular del Poder Ejecutivo Estatal para los efectos 

correspondientes. 
SEGUNDA. Notifíquese personalmente a la quejosa la presente determinación y notifíquese por Oficio al 

Juzgado Segundo de Distrito en el Estado de Morelos, en cumplimiento a la ejecutoria de amparo pronunciada dentro 
del expediente número: 424/2026; ambas notificaciones por conducto de la Dirección Jurídica de este Congreso del 
Estado de Morelos. 

TERCERA. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico 
Oficial ñTierra y Libertadò, črgano de difusi·n del Gobierno del Estado. 

Poder Legislativo del Estado de Morelos, Sesión Ordinaria de Pleno del ocho de julio de dos mil veintiséis. 
Diputada y diputados integrantes de la Mesa Directiva del Congreso del Estado de Morelos. Dip. Isaac Pimentel 

Mejía, presidente. Dip. Guillermina Maya Rendón, secretaria. Dip. Alberto Sánchez Ortega, secretario. Rúbricas. 
Por tanto, mando se imprima, publique, circule y se le dé el debido cumplimiento. Dado en la residencia del 

Poder Ejecutivo, Palacio de Gobierno, en la ciudad de Cuernavaca, capital del estado de Morelos, a los treinta y un 
días del mes de julio del dos mil veintiséis. 

 ñSUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCIčNò 
GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO 

LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS 
MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN  

SECRETARIO DE GOBIERNO 
EDGAR ANTONIO MALDONADO CEBALLOS 

RÚBRICAS. 
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